
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
 

 JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

 

 

Manizales, diecinueve 19 de septiembre de dos mil veintidós (2022)    

 

      A.S No.   1348                                                                            

 

 

REFERENCIA: 

Medio de control : ACCION POPULAR 

Radicación No. : 170033310042009002000 

Demandante(s) : JAVIER ELIAS - ARIAS IDARRAGA 

Demandado(s) : MUNICIPIO DE CHINCHINA CALDAS 

     CHEC 

 

 

ASUNTO 

 

Se informa que, asociado al proceso de la referencia, se encuentra 

consignado en la cuenta de depósitos judiciales del Despacho el título No.  

418030000601803 por valor de 5.150.000,00 a favor de JAVIER ELIAS ARIAS 

IDARRAGA 

 

Consignación realizada por la CENTAL HIDROELECTRICA CHEC el 19/01/2012. 

 

No obstante, el despacho encuentra que no es posible que dicha suma 

corresponda al proceso asociado, pues dentro de este tramite la CHEC no 

fue vinculada, así mismo reposa pago del depósito judicial 418030000659883 

por valor de 5.150.000,00 que corresponde al incentivo a favor del actor 

popular equivalente a 10 S.M.M.L.V con fecha del 06/12/2012. 

 

Así las cosas, encuentra el despacho, que para el titulo 418030000601803 por 

valor de 5.150.000,00, debe requerirse de un lado a la CHEC, quien realizó la 

consignación, así como al beneficiario del título JAVIER ELIAS ARIAS 

IDARRAGA, a efectos de que se alleguen las pruebas necesarias que 

permitan identificar con claridad, cual es el proceso asociado a dicho 

pago. 

 

De no ser posible identificar el proceso y en consecuencia la existencia de 

la obligación, dentro de los 5 días siguientes a la notificación del presente 

auto, se pondrá a disposición de la CHEC el titulo referido y de no realizarse 



las gestiones pertinentes para su cobro, se procederá a continuar el proceso 

de prescripción. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas
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Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Auto No. 1352 

 

 

Medio de control:  EJECUTIVO  

Radicación No.  :  17001333300420190015100 

Demandantes    :  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –  

                                  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  

                                  MAGISTERIO  

Demandado      :  MARIELA LONDOÑO ÁLZATE   

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir lo pertinente frente a la demanda 

presentada dentro del presente medio de control ejecutivo. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Pretende la entidad demandante se libre mandamiento de pago en su 

favor y en contra de la señora MARIELA LONDOÑO ÁLZATE, por las siguientes 

sumas de dinero: 

· El valor de las costas procesales aprobadas por el Despacho que 

ascienden a la suma de $178.067,00. 

· Los intereses moratorios sobre los valores determinados a la tasa 

máxima permitida hasta la fecha de pago. 

· Que se condene en costas en este proceso ejecutivo. 

 

Por tratarse de una condena en costas impuesta por este Despacho en el 

proceso ordinario radicado 170013333004201900151-00, promovido por 

MARIELA LONDOÑO ÁLZATE en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO,  el Despacho prentendía conocer el presente asunto en 

virtud del factor de conexidad, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 156 del CPACA que fija la competencia por el factor territorial en 

relación con la ejecución de las condenas que impone la jurisdicción 

contencioso administrativa, en el sentido que “(…) será competente el juez 

que profirió la providencia respectiva”.  
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También en consideración al auto proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, M.P. Magda Victoria Acosta 

Walteros, radicado 11001010200002018802902-00, en un caso similar sobre 

ejecución de costas de una entidad estatal en contra de un particular, al 

dirimir un conflicto negativo de competencias para el conocimiento del 

proceso ejecutivo, entre el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales y el 

Juzgado Quinto Administrativo de Manizales, ordenando remitirlo al Juzgado 

Administrativo para su conocimiento, con el siguiente argumento:  

  

“En consecuencia se reitera que lo pretendido es la ejecución de una 

sentencia donde se condenó en costas al demandante, de 

conformidad con el factor de conexidad en materia de competencia, 

bajo la regla procesal según la cual, “el juez de la acción será el juez de 

la ejecución de la sentencia, factor de competencia previsto en el 

artículo 306 del Código General del Proceso” el cual dispone:1 (…) 

Artículo 306.  Ejecución.  Cuando la sentencia condene al pago de una 

suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido 

secuestradas en el mismo proceso o al cumplimiento de una obligación 

de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá 

solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 

conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada”.   

  

(…)  

  

De lo anterior, observa la Sala que las dos sentencias exhibidas por el 

accionante prestan mérito ejecutivo, ante el Juez Administrativo para en 

este caso en particular el actor aportó copia auténtica del fallo de 

primera y segunda instancia proferido en el proceso de acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho, documento que dentro de los 

parámetros establecidos en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

es un título ejecutivo, que se convierte en una obligación clara, expresa 

y exigible, ante la jurisdicción que la profirió”  

  

 

Sin embargo; la Corte Constitucional, a través del auto No. 857 del 27 de 

octubre de 2021, si bien, advierte que la Sala Disciplinaria del Consejo 

Superior de la Judicatura en varios autos al dirimir conflicto de 

competencias, le atribuyó la competencia a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa y no a la Ordinaria en este tipo de demandas -contra 

particulares por costas-, se aparta de tal postura  al manifestar lo siguiente: 

 

    “(…) 

19. El mencionado tribunal ha considerado que la competencia para tramitar 

los procesos ejecutivos que buscan la ejecución de las condenas 

impuestas por la jurisdicción administrativa a las entidades públicas 

recae en el juez que profirió la providencia: 

“ Con base en la norma transcrita para la Sala es claro que la 

competencia de los procesos ejecutivos que buscan el cumplimiento de 

las órdenes judiciales recae en el juez que profirió la providencia cuyo 
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cumplimiento se solicita, normas que deben ser consideradas como una 

regla de competencia especial, puesto que regula un asunto de 

carácter concreto, la ejecución de condenas impuestas por la 

jurisdicción contenciosa administrativa a las entidades públicas de sumas 

dinerarias” [21] (negrita por fuera del texto). 

20. Por su parte, la S.D. del Consejo Superior de la Judicatura, en providencia 

del 29 de enero de 2020 (radicado 110010102000201803017), dirimió un 

conflicto de jurisdicción entre el Juzgado Segundo Administrativo del 

Circuito de Manizales y el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma 

ciudad. En aquella oportunidad, la empresa Aguas de Manizales S.A. 

E.S.P. presentó demanda ejecutiva en contra de un particular con la 

finalidad de que se librara mandamiento de pago en su contra para que 

procediera a pagar las costas y los intereses moratorios. Lo anterior en 

virtud de una condena impuesta por la jurisdicción contencioso-

administrativa. 

21. En la mencionada decisión, la S.D. determinó que, de acuerdo con los 

artículos 297 y 104 del CPACA, a la jurisdicción de lo contencioso-

administrativo le corresponde el conocimiento de “ aquellos asuntos 

donde (i) se pretenda la ejecución de un título ejecutivo, y (ii) donde 

conste una condena impuesta por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo” [22]. 

22. En otra de sus decisiones, el Consejo Superior de la Judicatura expuso 

que existe una norma especial que “ le atribuye la competencia para 

conocer de “ los ejecutivos derivados de las condenas impuestas”  (art 

104 # 6 C.P.A.C.) por esa misma jurisdicción, en razón a esto, debe 

asignarse la competencia su citada (sic) por el conflicto, a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativo” . En dicha providencia, la S.D. precisó que, si 

bien es cierto los demandados dentro del proceso ejecutivo eran 

personas naturales y no una entidad pública, “ no es menos cierto que no 

se puede desconocer la norma especial que le atribuye competencia a 

la Jurisdicción Administrativa y no a la Ordinaria” [23]. 

 

Visto lo anterior, la Corte coincide con la interpretación referida del 

Consejo de Estado y se aparta de la postura fijada por la S.D. del Consejo 

Superior de la Judicatura.  Lo anterior porque una lectura armónica de los 

artículos 104.6 y 297 del CPACA deja claro que la jurisdicción de lo 

contencioso administrarivo conoce los proceso sejecutivos derivados de: 

i) condenas impuestas por la jurisdicción, ii) conciliaciones aprobadas 

por la jurisdicción, iii) laudos arbitrales en que hubiere sido parte una 

entidad pública y iv) contratos celebrados con entidades.  Así mismo, el 

artículo 297 del CPACA establece que se consideran títulos ejecutivos las 

sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 

contencioso administrtivo, mediante las cualaes se conden a uan entidad 

pública al pago de sumas dinerarias.  También se considera como título 

ejecutivo cualquier otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva.  

Así las cosas, escapa al conocimiento de dicha jurisdicción la ejecución 

de condena impuestas – como ocurre en este caso – a los particulares”. 

 

https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn21
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn22
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn23
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Por modo entonces, ante la reciente postura de la Corte Constitucional en 

el mencionado auto No. 857 del 27 de octubre de 2021, es que el Despacho 

replantea la posición que venía asumiendo en casos similares al presente 

donde venía asumiendo el conocimiento de los ejecutivos así instaurados y 

en su lugar se declarará la falta de competencia ordenando su remisión a 

los Juzgados Civiles Municipales de Manizales, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 168 del CPACA: 

 

 

“Artículo 168. Falta de jurisdicción o de competencia. En 

caso de falta de jurisdicción o de competencia, mediante 

decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente 

al competente, en caso de que existiere, a la mayor 

brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá 

en cuenta la presentación inicial hecha ante la 

corporación o juzgado que ordena la remisión. 

 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Cuarto Administrativo de Distrito Judicial 

de Manizales, Caldas,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARASE  la falta de jurisdicción y competencia para conocer 

de la demanda dentro del presente medio de control EJECUTIVO, 

promovido por LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO en contra 

de MARIELA LONDOÑO ÁLZATE. 

 

SEGUNDO: REMITASE  el expediente a la OFICINA JUDICIAL para que  

proceda a su reparto entre los JUZGADOS CIVILES MUNICIPALES DE 

MANIZALES, como asunto de su competencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE  

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: ef928da82aaf35015b0806e64a2dbde9dd25124385e38304d2c6e8da5eda616f

Documento generado en 19/09/2022 03:21:59 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica
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Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Auto No. 1353 

 

 

Medio de control:  EJECUTIVO  

Radicación No.  :  17001333300420190055500 

Demandantes    :  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –  

                                  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  

                                  MAGISTERIO  

Demandado      :  LUZ CIELO VALENCIA MEJÍA   

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir lo pertinente frente a la demanda 

presentada dentro del presente medio de control ejecutivo. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Pretende la entidad demandante se libre mandamiento de pago en su 

favor y en contra de la señora LUZ CIELO VALENCIA MEJÍA, por las siguientes 

sumas de dinero: 

· El valor de las costas procesales aprobadas por el Despacho que 

ascienden a la suma de $1.212.062,00. 

· Los intereses moratorios sobre los valores determinados a la tasa 

máxima permitida hasta la fecha de pago. 

· Que se condene en costas en este proceso ejecutivo. 

 

Por tratarse de una condena en costas impuesta por este Despacho en el 

proceso ordinario radicado 170013333004201900555-00, promovido por LUZ 

CIELO VALENCIA MEJÍA en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO,  el Despacho prentendía conocer el presente asunto en 

virtud del factor de conexidad, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 156 del CPACA que fija la competencia por el factor territorial en 

relación con la ejecución de las condenas que impone la jurisdicción 

contencioso administrativa, en el sentido que “(…) será competente el juez 

que profirió la providencia respectiva”.  
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También en consideración al auto proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, M.P. Magda Victoria Acosta 

Walteros, radicado 11001010200002018802902-00, en un caso similar sobre 

ejecución de costas de una entidad estatal en contra de un particular, al 

dirimir un conflicto negativo de competencias para el conocimiento del 

proceso ejecutivo, entre el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales y el 

Juzgado Quinto Administrativo de Manizales, ordenando remitirlo al Juzgado 

Administrativo para su conocimiento, con el siguiente argumento:  

  

“En consecuencia se reitera que lo pretendido es la ejecución de una 

sentencia donde se condenó en costas al demandante, de 

conformidad con el factor de conexidad en materia de competencia, 

bajo la regla procesal según la cual, “el juez de la acción será el juez de 

la ejecución de la sentencia, factor de competencia previsto en el 

artículo 306 del Código General del Proceso” el cual dispone:1 (…) 

Artículo 306.  Ejecución.  Cuando la sentencia condene al pago de una 

suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido 

secuestradas en el mismo proceso o al cumplimiento de una obligación 

de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá 

solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 

conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada”.   

  

(…)  

  

De lo anterior, observa la Sala que las dos sentencias exhibidas por el 

accionante prestan mérito ejecutivo, ante el Juez Administrativo para en 

este caso en particular el actor aportó copia auténtica del fallo de 

primera y segunda instancia proferido en el proceso de acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho, documento que dentro de los 

parámetros establecidos en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

es un título ejecutivo, que se convierte en una obligación clara, expresa 

y exigible, ante la jurisdicción que la profirió”  

  

 

Sin embargo; la Corte Constitucional, a través del auto No. 857 del 27 de 

octubre de 2021, si bien, advierte que la Sala Disciplinaria del Consejo 

Superior de la Judicatura en varios autos al dirimir conflicto de 

competencias, le atribuyó la competencia a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa y no a la Ordinaria en este tipo de demandas -contra 

particulares por costas-, se aparta de tal postura  al manifestar lo siguiente: 

 

    “(…) 

19. El mencionado tribunal ha considerado que la competencia para tramitar 

los procesos ejecutivos que buscan la ejecución de las condenas 

impuestas por la jurisdicción administrativa a las entidades públicas 

recae en el juez que profirió la providencia: 

“ Con base en la norma transcrita para la Sala es claro que la 

competencia de los procesos ejecutivos que buscan el cumplimiento de 

las órdenes judiciales recae en el juez que profirió la providencia cuyo 
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cumplimiento se solicita, normas que deben ser consideradas como una 

regla de competencia especial, puesto que regula un asunto de 

carácter concreto, la ejecución de condenas impuestas por la 

jurisdicción contenciosa administrativa a las entidades públicas de sumas 

dinerarias” [21] (negrita por fuera del texto). 

20. Por su parte, la S.D. del Consejo Superior de la Judicatura, en providencia 

del 29 de enero de 2020 (radicado 110010102000201803017), dirimió un 

conflicto de jurisdicción entre el Juzgado Segundo Administrativo del 

Circuito de Manizales y el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma 

ciudad. En aquella oportunidad, la empresa Aguas de Manizales S.A. 

E.S.P. presentó demanda ejecutiva en contra de un particular con la 

finalidad de que se librara mandamiento de pago en su contra para que 

procediera a pagar las costas y los intereses moratorios. Lo anterior en 

virtud de una condena impuesta por la jurisdicción contencioso-

administrativa. 

21. En la mencionada decisión, la S.D. determinó que, de acuerdo con los 

artículos 297 y 104 del CPACA, a la jurisdicción de lo contencioso-

administrativo le corresponde el conocimiento de “ aquellos asuntos 

donde (i) se pretenda la ejecución de un título ejecutivo, y (ii) donde 

conste una condena impuesta por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo” [22]. 

22. En otra de sus decisiones, el Consejo Superior de la Judicatura expuso 

que existe una norma especial que “ le atribuye la competencia para 

conocer de “ los ejecutivos derivados de las condenas impuestas”  (art 

104 # 6 C.P.A.C.) por esa misma jurisdicción, en razón a esto, debe 

asignarse la competencia su citada (sic) por el conflicto, a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativo” . En dicha providencia, la S.D. precisó que, si 

bien es cierto los demandados dentro del proceso ejecutivo eran 

personas naturales y no una entidad pública, “ no es menos cierto que no 

se puede desconocer la norma especial que le atribuye competencia a 

la Jurisdicción Administrativa y no a la Ordinaria” [23]. 

 

Visto lo anterior, la Corte coincide con la interpretación referida del 

Consejo de Estado y se aparta de la postura fijada por la S.D. del Consejo 

Superior de la Judicatura.  Lo anterior porque una lectura armónica de los 

artículos 104.6 y 297 del CPACA deja claro que la jurisdicción de lo 

contencioso administrarivo conoce los proceso sejecutivos derivados de: 

i) condenas impuestas por la jurisdicción, ii) conciliaciones aprobadas 

por la jurisdicción, iii) laudos arbitrales en que hubiere sido parte una 

entidad pública y iv) contratos celebrados con entidades.  Así mismo, el 

artículo 297 del CPACA establece que se consideran títulos ejecutivos las 

sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 

contencioso administrtivo, mediante las cualaes se conden a uan entidad 

pública al pago de sumas dinerarias.  También se considera como título 

ejecutivo cualquier otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva.  

Así las cosas, escapa al conocimiento de dicha jurisdicción la ejecución 

de condena impuestas – como ocurre en este caso – a los particulares”. 

 

https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn21
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn22
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn23
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Por modo entonces, ante la reciente postura de la Corte Constitucional en 

el mencionado auto No. 857 del 27 de octubre de 2021, es que el Despacho 

replantea la posición que venía asumiendo en casos similares al presente 

donde venía asumiendo el conocimiento de los ejecutivos así instaurados y 

en su lugar se declarará la falta de competencia ordenando su remisión a 

los Juzgados Civiles Municipales de Manizales, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 168 del CPACA: 

 

 

“Artículo 168. Falta de jurisdicción o de competencia. En 

caso de falta de jurisdicción o de competencia, mediante 

decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente 

al competente, en caso de que existiere, a la mayor 

brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá 

en cuenta la presentación inicial hecha ante la 

corporación o juzgado que ordena la remisión. 

 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Cuarto Administrativo de Distrito Judicial 

de Manizales, Caldas,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARASE  la falta de jurisdicción y competencia para conocer 

de la demanda dentro del presente medio de control EJECUTIVO, 

promovido por LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO en contra 

de LUZ CIELO VALENCIA MEJÍA. 

 

SEGUNDO: REMITASE  el expediente a la OFICINA JUDICIAL para que  

proceda a su reparto entre los JUZGADOS CIVILES MUNICIPALES DE 

MANIZALES, como asunto de su competencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE  

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 11e60d334699262c8060efbb33515971440a1b5484fa4a8430e3b80c2ee34968

Documento generado en 19/09/2022 03:21:57 PM
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Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Auto No. 1335 

 

 

Medio de control:  EJECUTIVO  

Radicación No.  :  17001333300420150022100 

Demandantes    :  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –  

                                  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  

                                  MAGISTERIO  

Demandado      :  ANA NEISER DIOSSA DE GONZALEZ 

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir lo pertinente frente a la demanda 

presentada dentro del presente medio de control ejecutivo. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Pretende la entidad demandante se libre mandamiento de pago en su 

favor y en contra de la señora ANA NEISER DIOSSA DE GONZALEZ, por las 

siguientes sumas de dinero: 

· El valor de las costas procesales aprobadas por el Despacho que 

ascienden a la suma de $111.525.00. 

· Los intereses moratorios sobre los valores determinados a la tasa 

máxima permitida hasta la fecha de pago. 

· Que se condene en costas en este proceso ejecutivo. 

 

Por tratarse de una condena en costas impuesta por este Despacho en el 

proceso ordinario radicado 170013333004201500221-00, promovido por ANA 

NEISER DIOSSA DE GONZALEZ en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO,  el Despacho prentendía conocer el presente asunto en 

virtud del factor de conexidad, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 156 del CPACA que fija la competencia por el factor territorial en 

relación con la ejecución de las condenas que impone la jurisdicción 

contencioso administrativa, en el sentido que “(…) será competente el juez 

que profirió la providencia respectiva”.  
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También en consideración al auto proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, M.P. Magda Victoria Acosta 

Walteros, radicado 11001010200002018802902-00, en un caso similar sobre 

ejecución de costas de una entidad estatal en contra de un particular, al 

dirimir un conflicto negativo de competencias para el conocimiento del 

proceso ejecutivo, entre el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales y el 

Juzgado Quinto Administrativo de Manizales, ordenando remitirlo al Juzgado 

Administrativo para su conocimiento, con el siguiente argumento:  

  

“En consecuencia se reitera que lo pretendido es la ejecución de una 

sentencia donde se condenó en costas al demandante, de 

conformidad con el factor de conexidad en materia de competencia, 

bajo la regla procesal según la cual, “el juez de la acción será el juez de 

la ejecución de la sentencia, factor de competencia previsto en el 

artículo 306 del Código General del Proceso” el cual dispone:1 (…) 

Artículo 306.  Ejecución.  Cuando la sentencia condene al pago de una 

suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido 

secuestradas en el mismo proceso o al cumplimiento de una obligación 

de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá 

solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 

conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada”.   

  

(…)  

  

De lo anterior, observa la Sala que las dos sentencias exhibidas por el 

accionante prestan mérito ejecutivo, ante el Juez Administrativo para en 

este caso en particular el actor aportó copia auténtica del fallo de 

primera y segunda instancia proferido en el proceso de acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho, documento que dentro de los 

parámetros establecidos en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

es un título ejecutivo, que se convierte en una obligación clara, expresa 

y exigible, ante la jurisdicción que la profirió”  

  

 

Sin embargo; la Corte Constitucional, a través del auto No. 857 del 27 de 

octubre de 2021, si bien, advierte que la Sala Disciplinaria del Consejo 

Superior de la Judicatura en varios autos al dirimir conflicto de 

competencias, le atribuyó la competencia a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa y no a la Ordinaria en este tipo de demandas -contra 

particulares por costas-, se aparta de tal postura  al manifestar lo siguiente: 

 

    “(…) 

19. El mencionado tribunal ha considerado que la competencia para tramitar 

los procesos ejecutivos que buscan la ejecución de las condenas 

impuestas por la jurisdicción administrativa a las entidades públicas 

recae en el juez que profirió la providencia: 

“ Con base en la norma transcrita para la Sala es claro que la 

competencia de los procesos ejecutivos que buscan el cumplimiento de 

las órdenes judiciales recae en el juez que profirió la providencia cuyo 
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cumplimiento se solicita, normas que deben ser consideradas como una 

regla de competencia especial, puesto que regula un asunto de 

carácter concreto, la ejecución de condenas impuestas por la 

jurisdicción contenciosa administrativa a las entidades públicas de sumas 

dinerarias” [21] (negrita por fuera del texto). 

20. Por su parte, la S.D. del Consejo Superior de la Judicatura, en providencia 

del 29 de enero de 2020 (radicado 110010102000201803017), dirimió un 

conflicto de jurisdicción entre el Juzgado Segundo Administrativo del 

Circuito de Manizales y el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma 

ciudad. En aquella oportunidad, la empresa Aguas de Manizales S.A. 

E.S.P. presentó demanda ejecutiva en contra de un particular con la 

finalidad de que se librara mandamiento de pago en su contra para que 

procediera a pagar las costas y los intereses moratorios. Lo anterior en 

virtud de una condena impuesta por la jurisdicción contencioso-

administrativa. 

21. En la mencionada decisión, la S.D. determinó que, de acuerdo con los 

artículos 297 y 104 del CPACA, a la jurisdicción de lo contencioso-

administrativo le corresponde el conocimiento de “ aquellos asuntos 

donde (i) se pretenda la ejecución de un título ejecutivo, y (ii) donde 

conste una condena impuesta por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo” [22]. 

22. En otra de sus decisiones, el Consejo Superior de la Judicatura expuso 

que existe una norma especial que “ le atribuye la competencia para 

conocer de “ los ejecutivos derivados de las condenas impuestas”  (art 

104 # 6 C.P.A.C.) por esa misma jurisdicción, en razón a esto, debe 

asignarse la competencia su citada (sic) por el conflicto, a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativo” . En dicha providencia, la S.D. precisó que, si 

bien es cierto los demandados dentro del proceso ejecutivo eran 

personas naturales y no una entidad pública, “ no es menos cierto que no 

se puede desconocer la norma especial que le atribuye competencia a 

la Jurisdicción Administrativa y no a la Ordinaria” [23]. 

 

Visto lo anterior, la Corte coincide con la interpretación referida del 

Consejo de Estado y se aparta de la postura fijada por la S.D. del Consejo 

Superior de la Judicatura.  Lo anterior porque una lectura armónica de los 

artículos 104.6 y 297 del CPACA deja claro que la jurisdicción de lo 

contencioso administrarivo conoce los proceso sejecutivos derivados de: 

i) condenas impuestas por la jurisdicción, ii) conciliaciones aprobadas 

por la jurisdicción, iii) laudos arbitrales en que hubiere sido parte una 

entidad pública y iv) contratos celebrados con entidades.  Así mismo, el 

artículo 297 del CPACA establece que se consideran títulos ejecutivos las 

sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 

contencioso administrtivo, mediante las cualaes se conden a uan entidad 

pública al pago de sumas dinerarias.  También se considera como título 

ejecutivo cualquier otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva.  

Así las cosas, escapa al conocimiento de dicha jurisdicción la ejecución 

de condena impuestas – como ocurre en este caso – a los particulares”. 

 

https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn21
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn22
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn23
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Por modo entonces, ante la reciente postura de la Corte Constitucional en 

el mencionado auto No. 857 del 27 de octubre de 2021, es que el Despacho 

replantea la posición que venía asumiendo en casos similares al presente 

donde venía asumiendo el conocimiento de los ejecutivos así instaurados y 

en su lugar se declarará la falta de competencia ordenando su remisión a 

los Juzgados Civiles Municipales de Manizales, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 168 del CPACA: 

 

 

“Artículo 168. Falta de jurisdicción o de competencia. En 

caso de falta de jurisdicción o de competencia, mediante 

decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente 

al competente, en caso de que existiere, a la mayor 

brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá 

en cuenta la presentación inicial hecha ante la 

corporación o juzgado que ordena la remisión. 

 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Cuarto Administrativo de Distrito Judicial 

de Manizales, Caldas,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARASE  la falta de jurisdicción y competencia para conocer 

de la demanda dentro del presente medio de control EJECUTIVO, 

promovido por LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO en contra 

de ANA NEISER DIOSSA DE GONZALEZ. 

 

SEGUNDO: REMITASE  el expediente a la OFICINA JUDICIAL para que  

proceda a su reparto entre los JUZGADOS CIVILES MUNICIPALES DE 

MANIZALES, como asunto de su competencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE  

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 460696c7dba3b12e75b45cd1eeda16658ed0b20729cbe7986ce266543ae735b2

Documento generado en 19/09/2022 10:43:23 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
 

 JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

 

 

Manizales,   diecinueve (19 de septiembre de dos mil veintidós (2022)    

 

      A.S No.   1348                                                                            

 

 

REFERENCIA: 

Medio de control : EJECUTIVO 

Radicación No. : 1700333100420170029600 

Demandante(s) : DEPARTAMENTO DE CALDAS 

Demandado(s) : MAYERLY RUEDA MEDINA 

 

ASUNTO 

 

Mediante auto del 13 de diciembre de 2017, se dispuso la terminación del 

proceso por pago total de la obligación, dado que la ejecutada consignó 

como pago de la obligación la suma de $275.728,79. 

Así las cosas, dado que en la cuenta de depósitos judiciales de Despacho 

se encuentra constituido del título No. 418030001052535, por valor de 

$275.728,79, a nombre del Departamento de Caldas, y para este proceso; 

se dispone hacer devolución del título judicial al Departamento de Caldas, 

para lo cual, por Secretaría, se realizará el pago del mismo con abono a 

cuenta del Departamento de Caldas Nit, 890-801-052, en el Banco de 

Occidente No. 060055662. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 7207ede3e1b9a19f970d4967b7ac3d3286ff7a40c1d9e664a21a67b356578376

Documento generado en 19/09/2022 10:43:24 AM
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

   

 

 

 

  

Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Auto No. 1336 

 

 

Medio de control:  EJECUTIVO  

Radicación No.  :  17001333300420180036000 

Demandantes    :  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –  

                                  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  

                                  MAGISTERIO  

Demandado      :  TERESA DE JESUS SANCHEZ HERNANDEZ   

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir lo pertinente frente a la demanda 

presentada dentro del presente medio de control ejecutivo. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Pretende la entidad demandante se libre mandamiento de pago en su 

favor y en contra de la señora TERESA DE JESUS SANCHEZ HERNANDEZ, por las 

siguientes sumas de dinero: 

· El valor de las costas procesales aprobadas por el Despacho que 

ascienden a la suma de $753.909.00. 

· Los intereses moratorios sobre los valores determinados a la tasa 

máxima permitida hasta la fecha de pago. 

· Que se condene en costas en este proceso ejecutivo. 

 

Por tratarse de una condena en costas impuesta por este Despacho en el 

proceso ordinario radicado 170013333004201800360-00, promovido por 

TERESA DE JESUS SANCHEZ HERNANDEZ en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO,  el Despacho prentendía conocer el presente 

asunto en virtud del factor de conexidad, de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 156 del CPACA que fija la competencia por el factor territorial 

en relación con la ejecución de las condenas que impone la jurisdicción 

contencioso administrativa, en el sentido que “(…) será competente el juez 

que profirió la providencia respectiva”.  
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También en consideración al auto proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, M.P. Magda Victoria Acosta 

Walteros, radicado 11001010200002018802902-00, en un caso similar sobre 

ejecución de costas de una entidad estatal en contra de un particular, al 

dirimir un conflicto negativo de competencias para el conocimiento del 

proceso ejecutivo, entre el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales y el 

Juzgado Quinto Administrativo de Manizales, ordenando remitirlo al Juzgado 

Administrativo para su conocimiento, con el siguiente argumento:  

  

“En consecuencia se reitera que lo pretendido es la ejecución de una 

sentencia donde se condenó en costas al demandante, de 

conformidad con el factor de conexidad en materia de competencia, 

bajo la regla procesal según la cual, “el juez de la acción será el juez de 

la ejecución de la sentencia, factor de competencia previsto en el 

artículo 306 del Código General del Proceso” el cual dispone:1 (…) 

Artículo 306.  Ejecución.  Cuando la sentencia condene al pago de una 

suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido 

secuestradas en el mismo proceso o al cumplimiento de una obligación 

de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá 

solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 

conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada”.   

  

(…)  

  

De lo anterior, observa la Sala que las dos sentencias exhibidas por el 

accionante prestan mérito ejecutivo, ante el Juez Administrativo para en 

este caso en particular el actor aportó copia auténtica del fallo de 

primera y segunda instancia proferido en el proceso de acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho, documento que dentro de los 

parámetros establecidos en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

es un título ejecutivo, que se convierte en una obligación clara, expresa 

y exigible, ante la jurisdicción que la profirió”  

  

 

Sin embargo; la Corte Constitucional, a través del auto No. 857 del 27 de 

octubre de 2021, si bien, advierte que la Sala Disciplinaria del Consejo 

Superior de la Judicatura en varios autos al dirimir conflicto de 

competencias, le atribuyó la competencia a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa y no a la Ordinaria en este tipo de demandas -contra 

particulares por costas-, se aparta de tal postura  al manifestar lo siguiente: 

 

    “(…) 

19. El mencionado tribunal ha considerado que la competencia para tramitar 

los procesos ejecutivos que buscan la ejecución de las condenas 

impuestas por la jurisdicción administrativa a las entidades públicas 

recae en el juez que profirió la providencia: 

“ Con base en la norma transcrita para la Sala es claro que la 

competencia de los procesos ejecutivos que buscan el cumplimiento de 

las órdenes judiciales recae en el juez que profirió la providencia cuyo 
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cumplimiento se solicita, normas que deben ser consideradas como una 

regla de competencia especial, puesto que regula un asunto de 

carácter concreto, la ejecución de condenas impuestas por la 

jurisdicción contenciosa administrativa a las entidades públicas de sumas 

dinerarias” [21] (negrita por fuera del texto). 

20. Por su parte, la S.D. del Consejo Superior de la Judicatura, en providencia 

del 29 de enero de 2020 (radicado 110010102000201803017), dirimió un 

conflicto de jurisdicción entre el Juzgado Segundo Administrativo del 

Circuito de Manizales y el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma 

ciudad. En aquella oportunidad, la empresa Aguas de Manizales S.A. 

E.S.P. presentó demanda ejecutiva en contra de un particular con la 

finalidad de que se librara mandamiento de pago en su contra para que 

procediera a pagar las costas y los intereses moratorios. Lo anterior en 

virtud de una condena impuesta por la jurisdicción contencioso-

administrativa. 

21. En la mencionada decisión, la S.D. determinó que, de acuerdo con los 

artículos 297 y 104 del CPACA, a la jurisdicción de lo contencioso-

administrativo le corresponde el conocimiento de “ aquellos asuntos 

donde (i) se pretenda la ejecución de un título ejecutivo, y (ii) donde 

conste una condena impuesta por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo” [22]. 

22. En otra de sus decisiones, el Consejo Superior de la Judicatura expuso 

que existe una norma especial que “ le atribuye la competencia para 

conocer de “ los ejecutivos derivados de las condenas impuestas”  (art 

104 # 6 C.P.A.C.) por esa misma jurisdicción, en razón a esto, debe 

asignarse la competencia su citada (sic) por el conflicto, a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativo” . En dicha providencia, la S.D. precisó que, si 

bien es cierto los demandados dentro del proceso ejecutivo eran 

personas naturales y no una entidad pública, “ no es menos cierto que no 

se puede desconocer la norma especial que le atribuye competencia a 

la Jurisdicción Administrativa y no a la Ordinaria” [23]. 

 

Visto lo anterior, la Corte coincide con la interpretación referida del 

Consejo de Estado y se aparta de la postura fijada por la S.D. del Consejo 

Superior de la Judicatura.  Lo anterior porque una lectura armónica de los 

artículos 104.6 y 297 del CPACA deja claro que la jurisdicción de lo 

contencioso administrarivo conoce los proceso sejecutivos derivados de: 

i) condenas impuestas por la jurisdicción, ii) conciliaciones aprobadas 

por la jurisdicción, iii) laudos arbitrales en que hubiere sido parte una 

entidad pública y iv) contratos celebrados con entidades.  Así mismo, el 

artículo 297 del CPACA establece que se consideran títulos ejecutivos las 

sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 

contencioso administrtivo, mediante las cualaes se conden a uan entidad 

pública al pago de sumas dinerarias.  También se considera como título 

ejecutivo cualquier otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva.  

Así las cosas, escapa al conocimiento de dicha jurisdicción la ejecución 

de condena impuestas – como ocurre en este caso – a los particulares”. 

 

https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn21
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn22
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn23
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Por modo entonces, ante la reciente postura de la Corte Constitucional en 

el mencionado auto No. 857 del 27 de octubre de 2021, es que el Despacho 

replantea la posición que venía asumiendo en casos similares al presente 

donde venía asumiendo el conocimiento de los ejecutivos así instaurados y 

en su lugar se declarará la falta de competencia ordenando su remisión a 

los Juzgados Civiles Municipales de Manizales, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 168 del CPACA: 

 

 

“Artículo 168. Falta de jurisdicción o de competencia. En 

caso de falta de jurisdicción o de competencia, mediante 

decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente 

al competente, en caso de que existiere, a la mayor 

brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá 

en cuenta la presentación inicial hecha ante la 

corporación o juzgado que ordena la remisión. 

 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Cuarto Administrativo de Distrito Judicial 

de Manizales, Caldas,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARASE  la falta de jurisdicción y competencia para conocer 

de la demanda dentro del presente medio de control EJECUTIVO, 

promovido por LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO en contra 

de TERESA DE JESUS SANCHEZ HERNANDEZ. 

 

SEGUNDO: REMITASE  el expediente a la OFICINA JUDICIAL para que  

proceda a su reparto entre los JUZGADOS CIVILES MUNICIPALES DE 

MANIZALES, como asunto de su competencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE  

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 5fa338c334b3cc1b910408f242a67dd26326c9b6c52a5ea799eb085c016f4662

Documento generado en 19/09/2022 10:43:24 AM
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Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Auto No. 1334 

 

 

Medio de control:  EJECUTIVO  

Radicación No.  :  17001333300420180046900 

Demandantes    :  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –  

                                  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  

                                  MAGISTERIO  

Demandado      :  OLGA MARIA HERNANDEZ UCHIMA   

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir lo pertinente frente a la demanda 

presentada dentro del presente medio de control ejecutivo. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Pretende la entidad demandante se libre mandamiento de pago en su 

favor y en contra de la señora OLGA MARIA HERNANDEZ UCHIMA, por las 

siguientes sumas de dinero: 

· El valor de las costas procesales aprobadas por el Despacho que 

ascienden a la suma de $417.998. 

· Los intereses moratorios sobre los valores determinados a la tasa 

máxima permitida hasta la fecha de pago. 

· Que se condene en costas en este proceso ejecutivo. 

 

Por tratarse de una condena en costas impuesta por este Despacho en el 

proceso ordinario radicado 170013333004201800469-00, promovido por 

OLGA MARIA HERNANDEZ UCHIMA en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO,  el Despacho prentendía conocer el presente asunto en 

virtud del factor de conexidad, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 156 del CPACA que fija la competencia por el factor territorial en 

relación con la ejecución de las condenas que impone la jurisdicción 

contencioso administrativa, en el sentido que “(…) será competente el juez 

que profirió la providencia respectiva”.  
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También en consideración al auto proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, M.P. Magda Victoria Acosta 

Walteros, radicado 11001010200002018802902-00, en un caso similar sobre 

ejecución de costas de una entidad estatal en contra de un particular, al 

dirimir un conflicto negativo de competencias para el conocimiento del 

proceso ejecutivo, entre el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales y el 

Juzgado Quinto Administrativo de Manizales, ordenando remitirlo al Juzgado 

Administrativo para su conocimiento, con el siguiente argumento:  

  

“En consecuencia se reitera que lo pretendido es la ejecución de una 

sentencia donde se condenó en costas al demandante, de 

conformidad con el factor de conexidad en materia de competencia, 

bajo la regla procesal según la cual, “el juez de la acción será el juez de 

la ejecución de la sentencia, factor de competencia previsto en el 

artículo 306 del Código General del Proceso” el cual dispone:1 (…) 

Artículo 306.  Ejecución.  Cuando la sentencia condene al pago de una 

suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido 

secuestradas en el mismo proceso o al cumplimiento de una obligación 

de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá 

solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 

conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada”.   

  

(…)  

  

De lo anterior, observa la Sala que las dos sentencias exhibidas por el 

accionante prestan mérito ejecutivo, ante el Juez Administrativo para en 

este caso en particular el actor aportó copia auténtica del fallo de 

primera y segunda instancia proferido en el proceso de acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho, documento que dentro de los 

parámetros establecidos en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

es un título ejecutivo, que se convierte en una obligación clara, expresa 

y exigible, ante la jurisdicción que la profirió”  

  

 

Sin embargo; la Corte Constitucional, a través del auto No. 857 del 27 de 

octubre de 2021, si bien, advierte que la Sala Disciplinaria del Consejo 

Superior de la Judicatura en varios autos al dirimir conflicto de 

competencias, le atribuyó la competencia a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa y no a la Ordinaria en este tipo de demandas -contra 

particulares por costas-, se aparta de tal postura  al manifestar lo siguiente: 

 

    “(…) 

19. El mencionado tribunal ha considerado que la competencia para tramitar 

los procesos ejecutivos que buscan la ejecución de las condenas 

impuestas por la jurisdicción administrativa a las entidades públicas 

recae en el juez que profirió la providencia: 

“ Con base en la norma transcrita para la Sala es claro que la 

competencia de los procesos ejecutivos que buscan el cumplimiento de 

las órdenes judiciales recae en el juez que profirió la providencia cuyo 
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cumplimiento se solicita, normas que deben ser consideradas como una 

regla de competencia especial, puesto que regula un asunto de 

carácter concreto, la ejecución de condenas impuestas por la 

jurisdicción contenciosa administrativa a las entidades públicas de sumas 

dinerarias” [21] (negrita por fuera del texto). 

20. Por su parte, la S.D. del Consejo Superior de la Judicatura, en providencia 

del 29 de enero de 2020 (radicado 110010102000201803017), dirimió un 

conflicto de jurisdicción entre el Juzgado Segundo Administrativo del 

Circuito de Manizales y el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma 

ciudad. En aquella oportunidad, la empresa Aguas de Manizales S.A. 

E.S.P. presentó demanda ejecutiva en contra de un particular con la 

finalidad de que se librara mandamiento de pago en su contra para que 

procediera a pagar las costas y los intereses moratorios. Lo anterior en 

virtud de una condena impuesta por la jurisdicción contencioso-

administrativa. 

21. En la mencionada decisión, la S.D. determinó que, de acuerdo con los 

artículos 297 y 104 del CPACA, a la jurisdicción de lo contencioso-

administrativo le corresponde el conocimiento de “ aquellos asuntos 

donde (i) se pretenda la ejecución de un título ejecutivo, y (ii) donde 

conste una condena impuesta por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo” [22]. 

22. En otra de sus decisiones, el Consejo Superior de la Judicatura expuso 

que existe una norma especial que “ le atribuye la competencia para 

conocer de “ los ejecutivos derivados de las condenas impuestas”  (art 

104 # 6 C.P.A.C.) por esa misma jurisdicción, en razón a esto, debe 

asignarse la competencia su citada (sic) por el conflicto, a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativo” . En dicha providencia, la S.D. precisó que, si 

bien es cierto los demandados dentro del proceso ejecutivo eran 

personas naturales y no una entidad pública, “ no es menos cierto que no 

se puede desconocer la norma especial que le atribuye competencia a 

la Jurisdicción Administrativa y no a la Ordinaria” [23]. 

 

Visto lo anterior, la Corte coincide con la interpretación referida del 

Consejo de Estado y se aparta de la postura fijada por la S.D. del Consejo 

Superior de la Judicatura.  Lo anterior porque una lectura armónica de los 

artículos 104.6 y 297 del CPACA deja claro que la jurisdicción de lo 

contencioso administrarivo conoce los proceso sejecutivos derivados de: 

i) condenas impuestas por la jurisdicción, ii) conciliaciones aprobadas 

por la jurisdicción, iii) laudos arbitrales en que hubiere sido parte una 

entidad pública y iv) contratos celebrados con entidades.  Así mismo, el 

artículo 297 del CPACA establece que se consideran títulos ejecutivos las 

sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 

contencioso administrtivo, mediante las cualaes se conden a uan entidad 

pública al pago de sumas dinerarias.  También se considera como título 

ejecutivo cualquier otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva.  

Así las cosas, escapa al conocimiento de dicha jurisdicción la ejecución 

de condena impuestas – como ocurre en este caso – a los particulares”. 

 

https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn21
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn22
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn23
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Por modo entonces, ante la reciente postura de la Corte Constitucional en 

el mencionado auto No. 857 del 27 de octubre de 2021, es que el Despacho 

replantea la posición que venía asumiendo en casos similares al presente 

donde venía asumiendo el conocimiento de los ejecutivos así instaurados y 

en su lugar se declarará la falta de competencia ordenando su remisión a 

los Juzgados Civiles Municipales de Manizales, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 168 del CPACA: 

 

 

“Artículo 168. Falta de jurisdicción o de competencia. En 

caso de falta de jurisdicción o de competencia, mediante 

decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente 

al competente, en caso de que existiere, a la mayor 

brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá 

en cuenta la presentación inicial hecha ante la 

corporación o juzgado que ordena la remisión. 

 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Cuarto Administrativo de Distrito Judicial 

de Manizales, Caldas,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARASE  la falta de jurisdicción y competencia para conocer 

de la demanda dentro del presente medio de control EJECUTIVO, 

promovido por LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO en contra 

de OLGA MARIA HERNANDEZ UCHIMA. 

 

SEGUNDO: REMITASE  el expediente a la OFICINA JUDICIAL para que  

proceda a su reparto entre los JUZGADOS CIVILES MUNICIPALES DE 

MANIZALES, como asunto de su competencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE  

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: c9652e1deea6bd7002aa9178a00206e1c660fc821c597df34e8490fb4f6fde09

Documento generado en 19/09/2022 10:43:25 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

   

 

 

 

  

Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Auto No. 1337 

 

 

Medio de control:  EJECUTIVO  

Radicación No.  :  17001333300420180054700 

Demandantes    :  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –  

                                  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  

                                  MAGISTERIO  

Demandado      :  ADIELA BERMUDEZ IDARRAGA 

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir lo pertinente frente a la demanda 

presentada dentro del presente medio de control ejecutivo. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Pretende la entidad demandante se libre mandamiento de pago en su 

favor y en contra de la señora ADIELA BERMUDEZ IDARRAGA, por las 

siguientes sumas de dinero: 

· El valor de las costas procesales aprobadas por el Despacho que 

ascienden a la suma de $457.348,00. 

· Los intereses moratorios sobre los valores determinados a la tasa 

máxima permitida hasta la fecha de pago. 

· Que se condene en costas en este proceso ejecutivo. 

 

Por tratarse de una condena en costas impuesta por este Despacho en el 

proceso ordinario radicado 170013333004201800547-00, promovido por 

ADIELA BERMUDEZ IDARRAGA en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO,  el Despacho prentendía conocer el presente asunto en 

virtud del factor de conexidad, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 156 del CPACA que fija la competencia por el factor territorial en 

relación con la ejecución de las condenas que impone la jurisdicción 

contencioso administrativa, en el sentido que “(…) será competente el juez 

que profirió la providencia respectiva”.  

 



1700133330042018-000547-00 

 
 

 

 

 

2 
 

También en consideración al auto proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, M.P. Magda Victoria Acosta 

Walteros, radicado 11001010200002018802902-00, en un caso similar sobre 

ejecución de costas de una entidad estatal en contra de un particular, al 

dirimir un conflicto negativo de competencias para el conocimiento del 

proceso ejecutivo, entre el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales y el 

Juzgado Quinto Administrativo de Manizales, ordenando remitirlo al Juzgado 

Administrativo para su conocimiento, con el siguiente argumento:  

  

“En consecuencia se reitera que lo pretendido es la ejecución de una 

sentencia donde se condenó en costas al demandante, de 

conformidad con el factor de conexidad en materia de competencia, 

bajo la regla procesal según la cual, “el juez de la acción será el juez de 

la ejecución de la sentencia, factor de competencia previsto en el 

artículo 306 del Código General del Proceso” el cual dispone:1 (…) 

Artículo 306.  Ejecución.  Cuando la sentencia condene al pago de una 

suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido 

secuestradas en el mismo proceso o al cumplimiento de una obligación 

de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá 

solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 

conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada”.   

  

(…)  

  

De lo anterior, observa la Sala que las dos sentencias exhibidas por el 

accionante prestan mérito ejecutivo, ante el Juez Administrativo para en 

este caso en particular el actor aportó copia auténtica del fallo de 

primera y segunda instancia proferido en el proceso de acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho, documento que dentro de los 

parámetros establecidos en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

es un título ejecutivo, que se convierte en una obligación clara, expresa 

y exigible, ante la jurisdicción que la profirió”  

  

 

Sin embargo; la Corte Constitucional, a través del auto No. 857 del 27 de 

octubre de 2021, si bien, advierte que la Sala Disciplinaria del Consejo 

Superior de la Judicatura en varios autos al dirimir conflicto de 

competencias, le atribuyó la competencia a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa y no a la Ordinaria en este tipo de demandas -contra 

particulares por costas-, se aparta de tal postura  al manifestar lo siguiente: 

 

    “(…) 

19. El mencionado tribunal ha considerado que la competencia para tramitar 

los procesos ejecutivos que buscan la ejecución de las condenas 

impuestas por la jurisdicción administrativa a las entidades públicas 

recae en el juez que profirió la providencia: 

“ Con base en la norma transcrita para la Sala es claro que la 

competencia de los procesos ejecutivos que buscan el cumplimiento de 

las órdenes judiciales recae en el juez que profirió la providencia cuyo 
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cumplimiento se solicita, normas que deben ser consideradas como una 

regla de competencia especial, puesto que regula un asunto de 

carácter concreto, la ejecución de condenas impuestas por la 

jurisdicción contenciosa administrativa a las entidades públicas de sumas 

dinerarias” [21] (negrita por fuera del texto). 

20. Por su parte, la S.D. del Consejo Superior de la Judicatura, en providencia 

del 29 de enero de 2020 (radicado 110010102000201803017), dirimió un 

conflicto de jurisdicción entre el Juzgado Segundo Administrativo del 

Circuito de Manizales y el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma 

ciudad. En aquella oportunidad, la empresa Aguas de Manizales S.A. 

E.S.P. presentó demanda ejecutiva en contra de un particular con la 

finalidad de que se librara mandamiento de pago en su contra para que 

procediera a pagar las costas y los intereses moratorios. Lo anterior en 

virtud de una condena impuesta por la jurisdicción contencioso-

administrativa. 

21. En la mencionada decisión, la S.D. determinó que, de acuerdo con los 

artículos 297 y 104 del CPACA, a la jurisdicción de lo contencioso-

administrativo le corresponde el conocimiento de “ aquellos asuntos 

donde (i) se pretenda la ejecución de un título ejecutivo, y (ii) donde 

conste una condena impuesta por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo” [22]. 

22. En otra de sus decisiones, el Consejo Superior de la Judicatura expuso 

que existe una norma especial que “ le atribuye la competencia para 

conocer de “ los ejecutivos derivados de las condenas impuestas”  (art 

104 # 6 C.P.A.C.) por esa misma jurisdicción, en razón a esto, debe 

asignarse la competencia su citada (sic) por el conflicto, a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativo” . En dicha providencia, la S.D. precisó que, si 

bien es cierto los demandados dentro del proceso ejecutivo eran 

personas naturales y no una entidad pública, “ no es menos cierto que no 

se puede desconocer la norma especial que le atribuye competencia a 

la Jurisdicción Administrativa y no a la Ordinaria” [23]. 

 

Visto lo anterior, la Corte coincide con la interpretación referida del 

Consejo de Estado y se aparta de la postura fijada por la S.D. del Consejo 

Superior de la Judicatura.  Lo anterior porque una lectura armónica de los 

artículos 104.6 y 297 del CPACA deja claro que la jurisdicción de lo 

contencioso administrarivo conoce los proceso sejecutivos derivados de: 

i) condenas impuestas por la jurisdicción, ii) conciliaciones aprobadas 

por la jurisdicción, iii) laudos arbitrales en que hubiere sido parte una 

entidad pública y iv) contratos celebrados con entidades.  Así mismo, el 

artículo 297 del CPACA establece que se consideran títulos ejecutivos las 

sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 

contencioso administrtivo, mediante las cualaes se conden a uan entidad 

pública al pago de sumas dinerarias.  También se considera como título 

ejecutivo cualquier otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva.  

Así las cosas, escapa al conocimiento de dicha jurisdicción la ejecución 

de condena impuestas – como ocurre en este caso – a los particulares”. 

 

https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn21
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn22
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn23
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Por modo entonces, ante la reciente postura de la Corte Constitucional en 

el mencionado auto No. 857 del 27 de octubre de 2021, es que el Despacho 

replantea la posición que venía asumiendo en casos similares al presente 

donde venía asumiendo el conocimiento de los ejecutivos así instaurados y 

en su lugar se declarará la falta de competencia ordenando su remisión a 

los Juzgados Civiles Municipales de Manizales, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 168 del CPACA: 

 

 

“Artículo 168. Falta de jurisdicción o de competencia. En 

caso de falta de jurisdicción o de competencia, mediante 

decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente 

al competente, en caso de que existiere, a la mayor 

brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá 

en cuenta la presentación inicial hecha ante la 

corporación o juzgado que ordena la remisión. 

 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Cuarto Administrativo de Distrito Judicial 

de Manizales, Caldas,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARASE  la falta de jurisdicción y competencia para conocer 

de la demanda dentro del presente medio de control EJECUTIVO, 

promovido por LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO en contra 

de ADIELA BERMUDEZ IDARRAGA. 

 

SEGUNDO: REMITASE  el expediente a la OFICINA JUDICIAL para que  

proceda a su reparto entre los JUZGADOS CIVILES MUNICIPALES DE 

MANIZALES, como asunto de su competencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE  

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 149237f57738c9ad20b2bd1f178b78028d19846ab3b9c55bc407aadaa3b54ba7

Documento generado en 19/09/2022 10:43:14 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
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Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Auto No. 1342 

 

 

Medio de control:  EJECUTIVO  

Radicación No.  :  17001333300420180056800 

Demandantes    :  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –  

                                  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  

                                  MAGISTERIO  

Demandado      :  LUCY AMPARO SALAZAR CARDENAS    

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir lo pertinente frente a la demanda 

presentada dentro del presente medio de control ejecutivo. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Pretende la entidad demandante se libre mandamiento de pago en su 

favor y en contra de la señora LUCY AMPARO SALAZAR CARDENAS, por las 

siguientes sumas de dinero: 

· El valor de las costas procesales aprobadas por el Despacho que 

ascienden a la suma de $1.037.586,00. 

· Los intereses moratorios sobre los valores determinados a la tasa 

máxima permitida hasta la fecha de pago. 

· Que se condene en costas en este proceso ejecutivo. 

 

Por tratarse de una condena en costas impuesta por este Despacho en el 

proceso ordinario radicado 170013333004201800568-00, promovido por 

LUCY AMPARO SALAZAR CARDENAS en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO,  el Despacho prentendía conocer el presente 

asunto en virtud del factor de conexidad, de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 156 del CPACA que fija la competencia por el factor territorial 

en relación con la ejecución de las condenas que impone la jurisdicción 

contencioso administrativa, en el sentido que “(…) será competente el juez 

que profirió la providencia respectiva”.  
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También en consideración al auto proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, M.P. Magda Victoria Acosta 

Walteros, radicado 11001010200002018802902-00, en un caso similar sobre 

ejecución de costas de una entidad estatal en contra de un particular, al 

dirimir un conflicto negativo de competencias para el conocimiento del 

proceso ejecutivo, entre el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales y el 

Juzgado Quinto Administrativo de Manizales, ordenando remitirlo al Juzgado 

Administrativo para su conocimiento, con el siguiente argumento:  

  

“En consecuencia se reitera que lo pretendido es la ejecución de una 

sentencia donde se condenó en costas al demandante, de 

conformidad con el factor de conexidad en materia de competencia, 

bajo la regla procesal según la cual, “el juez de la acción será el juez de 

la ejecución de la sentencia, factor de competencia previsto en el 

artículo 306 del Código General del Proceso” el cual dispone:1 (…) 

Artículo 306.  Ejecución.  Cuando la sentencia condene al pago de una 

suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido 

secuestradas en el mismo proceso o al cumplimiento de una obligación 

de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá 

solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 

conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada”.   

  

(…)  

  

De lo anterior, observa la Sala que las dos sentencias exhibidas por el 

accionante prestan mérito ejecutivo, ante el Juez Administrativo para en 

este caso en particular el actor aportó copia auténtica del fallo de 

primera y segunda instancia proferido en el proceso de acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho, documento que dentro de los 

parámetros establecidos en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

es un título ejecutivo, que se convierte en una obligación clara, expresa 

y exigible, ante la jurisdicción que la profirió”  

  

 

Sin embargo; la Corte Constitucional, a través del auto No. 857 del 27 de 

octubre de 2021, si bien, advierte que la Sala Disciplinaria del Consejo 

Superior de la Judicatura en varios autos al dirimir conflicto de 

competencias, le atribuyó la competencia a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa y no a la Ordinaria en este tipo de demandas -contra 

particulares por costas-, se aparta de tal postura  al manifestar lo siguiente: 

 

    “(…) 

19. El mencionado tribunal ha considerado que la competencia para tramitar 

los procesos ejecutivos que buscan la ejecución de las condenas 

impuestas por la jurisdicción administrativa a las entidades públicas 

recae en el juez que profirió la providencia: 

“ Con base en la norma transcrita para la Sala es claro que la 

competencia de los procesos ejecutivos que buscan el cumplimiento de 

las órdenes judiciales recae en el juez que profirió la providencia cuyo 
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cumplimiento se solicita, normas que deben ser consideradas como una 

regla de competencia especial, puesto que regula un asunto de 

carácter concreto, la ejecución de condenas impuestas por la 

jurisdicción contenciosa administrativa a las entidades públicas de sumas 

dinerarias” [21] (negrita por fuera del texto). 

20. Por su parte, la S.D. del Consejo Superior de la Judicatura, en providencia 

del 29 de enero de 2020 (radicado 110010102000201803017), dirimió un 

conflicto de jurisdicción entre el Juzgado Segundo Administrativo del 

Circuito de Manizales y el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma 

ciudad. En aquella oportunidad, la empresa Aguas de Manizales S.A. 

E.S.P. presentó demanda ejecutiva en contra de un particular con la 

finalidad de que se librara mandamiento de pago en su contra para que 

procediera a pagar las costas y los intereses moratorios. Lo anterior en 

virtud de una condena impuesta por la jurisdicción contencioso-

administrativa. 

21. En la mencionada decisión, la S.D. determinó que, de acuerdo con los 

artículos 297 y 104 del CPACA, a la jurisdicción de lo contencioso-

administrativo le corresponde el conocimiento de “ aquellos asuntos 

donde (i) se pretenda la ejecución de un título ejecutivo, y (ii) donde 

conste una condena impuesta por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo” [22]. 

22. En otra de sus decisiones, el Consejo Superior de la Judicatura expuso 

que existe una norma especial que “ le atribuye la competencia para 

conocer de “ los ejecutivos derivados de las condenas impuestas”  (art 

104 # 6 C.P.A.C.) por esa misma jurisdicción, en razón a esto, debe 

asignarse la competencia su citada (sic) por el conflicto, a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativo” . En dicha providencia, la S.D. precisó que, si 

bien es cierto los demandados dentro del proceso ejecutivo eran 

personas naturales y no una entidad pública, “ no es menos cierto que no 

se puede desconocer la norma especial que le atribuye competencia a 

la Jurisdicción Administrativa y no a la Ordinaria” [23]. 

 

Visto lo anterior, la Corte coincide con la interpretación referida del 

Consejo de Estado y se aparta de la postura fijada por la S.D. del Consejo 

Superior de la Judicatura.  Lo anterior porque una lectura armónica de los 

artículos 104.6 y 297 del CPACA deja claro que la jurisdicción de lo 

contencioso administrarivo conoce los proceso sejecutivos derivados de: 

i) condenas impuestas por la jurisdicción, ii) conciliaciones aprobadas 

por la jurisdicción, iii) laudos arbitrales en que hubiere sido parte una 

entidad pública y iv) contratos celebrados con entidades.  Así mismo, el 

artículo 297 del CPACA establece que se consideran títulos ejecutivos las 

sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 

contencioso administrtivo, mediante las cualaes se conden a uan entidad 

pública al pago de sumas dinerarias.  También se considera como título 

ejecutivo cualquier otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva.  

Así las cosas, escapa al conocimiento de dicha jurisdicción la ejecución 

de condena impuestas – como ocurre en este caso – a los particulares”. 

 

https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn21
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn22
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn23
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Por modo entonces, ante la reciente postura de la Corte Constitucional en 

el mencionado auto No. 857 del 27 de octubre de 2021, es que el Despacho 

replantea la posición que venía asumiendo en casos similares al presente 

donde venía asumiendo el conocimiento de los ejecutivos así instaurados y 

en su lugar se declarará la falta de competencia ordenando su remisión a 

los Juzgados Civiles Municipales de Manizales, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 168 del CPACA: 

 

 

“Artículo 168. Falta de jurisdicción o de competencia. En 

caso de falta de jurisdicción o de competencia, mediante 

decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente 

al competente, en caso de que existiere, a la mayor 

brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá 

en cuenta la presentación inicial hecha ante la 

corporación o juzgado que ordena la remisión. 

 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Cuarto Administrativo de Distrito Judicial 

de Manizales, Caldas,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARASE  la falta de jurisdicción y competencia para conocer 

de la demanda dentro del presente medio de control EJECUTIVO, 

promovido por LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO en contra 

de LUCY AMPARO SALAZAR CARDENAS. 

 

SEGUNDO: REMITASE  el expediente a la OFICINA JUDICIAL para que  

proceda a su reparto entre los JUZGADOS CIVILES MUNICIPALES DE 

MANIZALES, como asunto de su competencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE  

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: fef71f67d85c72433d6e4544bfaac7ae89650817e207bc9b54cbb75f2b479deb

Documento generado en 19/09/2022 10:43:15 AM
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

   

 

 

 

  

Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Auto No. 1340 

 

 

Medio de control:  EJECUTIVO  

Radicación No.  :  17001333300420190003400 

Demandantes    :  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –  

                                  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  

                                  MAGISTERIO  

Demandado      :  MARIA FLORENID GIRALDO ARIAS    

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir lo pertinente frente a la demanda 

presentada dentro del presente medio de control ejecutivo. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Pretende la entidad demandante se libre mandamiento de pago en su 

favor y en contra de la señora MARIA FLORENID GIRALDO ARIAS, por las 

siguientes sumas de dinero: 

· El valor de las costas procesales aprobadas por el Despacho que 

ascienden a la suma de $1.265.113,00. 

· Los intereses moratorios sobre los valores determinados a la tasa 

máxima permitida hasta la fecha de pago. 

· Que se condene en costas en este proceso ejecutivo. 

 

Por tratarse de una condena en costas impuesta por este Despacho en el 

proceso ordinario radicado 170013333004201900034-00, promovido por 

MARIA FLORENID GIRALDO ARIAS en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO,  el Despacho prentendía conocer el presente asunto en 

virtud del factor de conexidad, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 156 del CPACA que fija la competencia por el factor territorial en 

relación con la ejecución de las condenas que impone la jurisdicción 

contencioso administrativa, en el sentido que “(…) será competente el juez 

que profirió la providencia respectiva”.  
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También en consideración al auto proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, M.P. Magda Victoria Acosta 

Walteros, radicado 11001010200002018802902-00, en un caso similar sobre 

ejecución de costas de una entidad estatal en contra de un particular, al 

dirimir un conflicto negativo de competencias para el conocimiento del 

proceso ejecutivo, entre el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales y el 

Juzgado Quinto Administrativo de Manizales, ordenando remitirlo al Juzgado 

Administrativo para su conocimiento, con el siguiente argumento:  

  

“En consecuencia se reitera que lo pretendido es la ejecución de una 

sentencia donde se condenó en costas al demandante, de 

conformidad con el factor de conexidad en materia de competencia, 

bajo la regla procesal según la cual, “el juez de la acción será el juez de 

la ejecución de la sentencia, factor de competencia previsto en el 

artículo 306 del Código General del Proceso” el cual dispone:1 (…) 

Artículo 306.  Ejecución.  Cuando la sentencia condene al pago de una 

suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido 

secuestradas en el mismo proceso o al cumplimiento de una obligación 

de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá 

solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 

conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada”.   

  

(…)  

  

De lo anterior, observa la Sala que las dos sentencias exhibidas por el 

accionante prestan mérito ejecutivo, ante el Juez Administrativo para en 

este caso en particular el actor aportó copia auténtica del fallo de 

primera y segunda instancia proferido en el proceso de acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho, documento que dentro de los 

parámetros establecidos en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

es un título ejecutivo, que se convierte en una obligación clara, expresa 

y exigible, ante la jurisdicción que la profirió”  

  

 

Sin embargo; la Corte Constitucional, a través del auto No. 857 del 27 de 

octubre de 2021, si bien, advierte que la Sala Disciplinaria del Consejo 

Superior de la Judicatura en varios autos al dirimir conflicto de 

competencias, le atribuyó la competencia a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa y no a la Ordinaria en este tipo de demandas -contra 

particulares por costas-, se aparta de tal postura  al manifestar lo siguiente: 

 

    “(…) 

19. El mencionado tribunal ha considerado que la competencia para tramitar 

los procesos ejecutivos que buscan la ejecución de las condenas 

impuestas por la jurisdicción administrativa a las entidades públicas 

recae en el juez que profirió la providencia: 

“ Con base en la norma transcrita para la Sala es claro que la 

competencia de los procesos ejecutivos que buscan el cumplimiento de 

las órdenes judiciales recae en el juez que profirió la providencia cuyo 
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cumplimiento se solicita, normas que deben ser consideradas como una 

regla de competencia especial, puesto que regula un asunto de 

carácter concreto, la ejecución de condenas impuestas por la 

jurisdicción contenciosa administrativa a las entidades públicas de sumas 

dinerarias” [21] (negrita por fuera del texto). 

20. Por su parte, la S.D. del Consejo Superior de la Judicatura, en providencia 

del 29 de enero de 2020 (radicado 110010102000201803017), dirimió un 

conflicto de jurisdicción entre el Juzgado Segundo Administrativo del 

Circuito de Manizales y el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma 

ciudad. En aquella oportunidad, la empresa Aguas de Manizales S.A. 

E.S.P. presentó demanda ejecutiva en contra de un particular con la 

finalidad de que se librara mandamiento de pago en su contra para que 

procediera a pagar las costas y los intereses moratorios. Lo anterior en 

virtud de una condena impuesta por la jurisdicción contencioso-

administrativa. 

21. En la mencionada decisión, la S.D. determinó que, de acuerdo con los 

artículos 297 y 104 del CPACA, a la jurisdicción de lo contencioso-

administrativo le corresponde el conocimiento de “ aquellos asuntos 

donde (i) se pretenda la ejecución de un título ejecutivo, y (ii) donde 

conste una condena impuesta por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo” [22]. 

22. En otra de sus decisiones, el Consejo Superior de la Judicatura expuso 

que existe una norma especial que “ le atribuye la competencia para 

conocer de “ los ejecutivos derivados de las condenas impuestas”  (art 

104 # 6 C.P.A.C.) por esa misma jurisdicción, en razón a esto, debe 

asignarse la competencia su citada (sic) por el conflicto, a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativo” . En dicha providencia, la S.D. precisó que, si 

bien es cierto los demandados dentro del proceso ejecutivo eran 

personas naturales y no una entidad pública, “ no es menos cierto que no 

se puede desconocer la norma especial que le atribuye competencia a 

la Jurisdicción Administrativa y no a la Ordinaria” [23]. 

 

Visto lo anterior, la Corte coincide con la interpretación referida del 

Consejo de Estado y se aparta de la postura fijada por la S.D. del Consejo 

Superior de la Judicatura.  Lo anterior porque una lectura armónica de los 

artículos 104.6 y 297 del CPACA deja claro que la jurisdicción de lo 

contencioso administrarivo conoce los proceso sejecutivos derivados de: 

i) condenas impuestas por la jurisdicción, ii) conciliaciones aprobadas 

por la jurisdicción, iii) laudos arbitrales en que hubiere sido parte una 

entidad pública y iv) contratos celebrados con entidades.  Así mismo, el 

artículo 297 del CPACA establece que se consideran títulos ejecutivos las 

sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 

contencioso administrtivo, mediante las cualaes se conden a uan entidad 

pública al pago de sumas dinerarias.  También se considera como título 

ejecutivo cualquier otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva.  

Así las cosas, escapa al conocimiento de dicha jurisdicción la ejecución 

de condena impuestas – como ocurre en este caso – a los particulares”. 

 

https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn21
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn22
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn23
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Por modo entonces, ante la reciente postura de la Corte Constitucional en 

el mencionado auto No. 857 del 27 de octubre de 2021, es que el Despacho 

replantea la posición que venía asumiendo en casos similares al presente 

donde venía asumiendo el conocimiento de los ejecutivos así instaurados y 

en su lugar se declarará la falta de competencia ordenando su remisión a 

los Juzgados Civiles Municipales de Manizales, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 168 del CPACA: 

 

 

“Artículo 168. Falta de jurisdicción o de competencia. En 

caso de falta de jurisdicción o de competencia, mediante 

decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente 

al competente, en caso de que existiere, a la mayor 

brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá 

en cuenta la presentación inicial hecha ante la 

corporación o juzgado que ordena la remisión. 

 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Cuarto Administrativo de Distrito Judicial 

de Manizales, Caldas,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARASE  la falta de jurisdicción y competencia para conocer 

de la demanda dentro del presente medio de control EJECUTIVO, 

promovido por LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO en contra 

de MARIA FLORENID GIRALDO ARIAS. 

 

SEGUNDO: REMITASE  el expediente a la OFICINA JUDICIAL para que  

proceda a su reparto entre los JUZGADOS CIVILES MUNICIPALES DE 

MANIZALES, como asunto de su competencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE  

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: a1645db6d132bce7f479c34a77c598c437ba991b32476ab00e6df5d91227e315

Documento generado en 19/09/2022 10:43:16 AM
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Manizales, dienueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Auto No. 1326 

 

 

Medio de control:  EJECUTIVO  

Radicación No.  :  17001333300420190007000 

Demandantes    :  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –  

                                  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  

                                  MAGISTERIO  

Demandado      :  MARIA ORSA TABARES AMADOR   

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir lo pertinente frente a la demanda 

presentada dentro del presente medio de control ejecutivo. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Pretende la entidad demandante se libre mandamiento de pago en su 

favor y en contra de la señora MARIA ORSA TABARES AMADOR, por las 

siguientes sumas de dinero: 

· El valor de las costas procesales aprobadas por el Despacho que 

ascienden a la suma de $294.084.00. 

· Los intereses moratorios sobre los valores determinados a la tasa 

máxima permitida hasta la fecha de pago. 

· Que se condene en costas en este proceso ejecutivo. 

 

Por tratarse de una condena en costas impuesta por este Despacho en el 

proceso ordinario radicado 170013333004201900070-00, promovido por 

MARIA ORSA TABARES AMADOR en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO,  el Despacho prentendía conocer el presente asunto en 

virtud del factor de conexidad, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 156 del CPACA que fija la competencia por el factor territorial en 

relación con la ejecución de las condenas que impone la jurisdicción 

contencioso administrativa, en el sentido que “(…) será competente el juez 

que profirió la providencia respectiva”.  
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También en consideración al auto proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, M.P. Magda Victoria Acosta 

Walteros, radicado 11001010200002018802902-00, en un caso similar sobre 

ejecución de costas de una entidad estatal en contra de un particular, al 

dirimir un conflicto negativo de competencias para el conocimiento del 

proceso ejecutivo, entre el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales y el 

Juzgado Quinto Administrativo de Manizales, ordenando remitirlo al Juzgado 

Administrativo para su conocimiento, con el siguiente argumento:  

  

“En consecuencia se reitera que lo pretendido es la ejecución de una 

sentencia donde se condenó en costas al demandante, de 

conformidad con el factor de conexidad en materia de competencia, 

bajo la regla procesal según la cual, “el juez de la acción será el juez de 

la ejecución de la sentencia, factor de competencia previsto en el 

artículo 306 del Código General del Proceso” el cual dispone:1 (…) 

Artículo 306.  Ejecución.  Cuando la sentencia condene al pago de una 

suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido 

secuestradas en el mismo proceso o al cumplimiento de una obligación 

de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá 

solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 

conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada”.   

  

(…)  

  

De lo anterior, observa la Sala que las dos sentencias exhibidas por el 

accionante prestan mérito ejecutivo, ante el Juez Administrativo para en 

este caso en particular el actor aportó copia auténtica del fallo de 

primera y segunda instancia proferido en el proceso de acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho, documento que dentro de los 

parámetros establecidos en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

es un título ejecutivo, que se convierte en una obligación clara, expresa 

y exigible, ante la jurisdicción que la profirió”  

  

 

Sin embargo; la Corte Constitucional, a través del auto No. 857 del 27 de 

octubre de 2021, si bien, advierte que la Sala Disciplinaria del Consejo 

Superior de la Judicatura en varios autos al dirimir conflicto de 

competencias, le atribuyó la competencia a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa y no a la Ordinaria en este tipo de demandas -contra 

particulares por costas-, se aparta de tal postura  al manifestar lo siguiente: 

 

    “(…) 

19. El mencionado tribunal ha considerado que la competencia para tramitar 

los procesos ejecutivos que buscan la ejecución de las condenas 

impuestas por la jurisdicción administrativa a las entidades públicas 

recae en el juez que profirió la providencia: 

“ Con base en la norma transcrita para la Sala es claro que la 

competencia de los procesos ejecutivos que buscan el cumplimiento de 

las órdenes judiciales recae en el juez que profirió la providencia cuyo 
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cumplimiento se solicita, normas que deben ser consideradas como una 

regla de competencia especial, puesto que regula un asunto de 

carácter concreto, la ejecución de condenas impuestas por la 

jurisdicción contenciosa administrativa a las entidades públicas de sumas 

dinerarias” [21] (negrita por fuera del texto). 

20. Por su parte, la S.D. del Consejo Superior de la Judicatura, en providencia 

del 29 de enero de 2020 (radicado 110010102000201803017), dirimió un 

conflicto de jurisdicción entre el Juzgado Segundo Administrativo del 

Circuito de Manizales y el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma 

ciudad. En aquella oportunidad, la empresa Aguas de Manizales S.A. 

E.S.P. presentó demanda ejecutiva en contra de un particular con la 

finalidad de que se librara mandamiento de pago en su contra para que 

procediera a pagar las costas y los intereses moratorios. Lo anterior en 

virtud de una condena impuesta por la jurisdicción contencioso-

administrativa. 

21. En la mencionada decisión, la S.D. determinó que, de acuerdo con los 

artículos 297 y 104 del CPACA, a la jurisdicción de lo contencioso-

administrativo le corresponde el conocimiento de “ aquellos asuntos 

donde (i) se pretenda la ejecución de un título ejecutivo, y (ii) donde 

conste una condena impuesta por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo” [22]. 

22. En otra de sus decisiones, el Consejo Superior de la Judicatura expuso 

que existe una norma especial que “ le atribuye la competencia para 

conocer de “ los ejecutivos derivados de las condenas impuestas”  (art 

104 # 6 C.P.A.C.) por esa misma jurisdicción, en razón a esto, debe 

asignarse la competencia su citada (sic) por el conflicto, a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativo” . En dicha providencia, la S.D. precisó que, si 

bien es cierto los demandados dentro del proceso ejecutivo eran 

personas naturales y no una entidad pública, “ no es menos cierto que no 

se puede desconocer la norma especial que le atribuye competencia a 

la Jurisdicción Administrativa y no a la Ordinaria” [23]. 

 

Visto lo anterior, la Corte coincide con la interpretación referida del 

Consejo de Estado y se aparta de la postura fijada por la S.D. del Consejo 

Superior de la Judicatura.  Lo anterior porque una lectura armónica de los 

artículos 104.6 y 297 del CPACA deja claro que la jurisdicción de lo 

contencioso administrarivo conoce los proceso sejecutivos derivados de: 

i) condenas impuestas por la jurisdicción, ii) conciliaciones aprobadas 

por la jurisdicción, iii) laudos arbitrales en que hubiere sido parte una 

entidad pública y iv) contratos celebrados con entidades.  Así mismo, el 

artículo 297 del CPACA establece que se consideran títulos ejecutivos las 

sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 

contencioso administrtivo, mediante las cualaes se conden a uan entidad 

pública al pago de sumas dinerarias.  También se considera como título 

ejecutivo cualquier otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva.  

Así las cosas, escapa al conocimiento de dicha jurisdicción la ejecución 

de condena impuestas – como ocurre en este caso – a los particulares”. 

 

https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn21
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
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Por modo entonces, ante la reciente postura de la Corte Constitucional en 

el mencionado auto No. 857 del 27 de octubre de 2021, es que el Despacho 

replantea la posición que venía asumiendo en casos similares al presente 

donde venía asumiendo el conocimiento de los ejecutivos así instaurados y 

en su lugar se declarará la falta de competencia ordenando su remisión a 

los Juzgados Civiles Municipales de Manizales, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 168 del CPACA: 

 

 

“Artículo 168. Falta de jurisdicción o de competencia. En 

caso de falta de jurisdicción o de competencia, mediante 

decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente 

al competente, en caso de que existiere, a la mayor 

brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá 

en cuenta la presentación inicial hecha ante la 

corporación o juzgado que ordena la remisión. 

 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Cuarto Administrativo de Distrito Judicial 

de Manizales, Caldas,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARASE  la falta de jurisdicción y competencia para conocer 

de la demanda dentro del presente medio de control EJECUTIVO, 

promovido por LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO en contra 

de MARIA ORSA TABARES AMADOR. 

 

SEGUNDO: REMITASE  el expediente a la OFICINA JUDICIAL para que  

proceda a su reparto entre los JUZGADOS CIVILES MUNICIPALES DE 

MANIZALES, como asunto de su competencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE  

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 402edeb3593b661c5ef9098e3188e9c5c61058c0e54f12e5950ecc5e18bd2f20

Documento generado en 19/09/2022 10:43:16 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

   

 

 

 

  

Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Auto No. 1343 

 

 

Medio de control:  EJECUTIVO  

Radicación No.  :  17001333300420190019300 

Demandantes    :  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –  

                                  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  

                                  MAGISTERIO  

Demandado      :  JORGE ENRIQUE CARDONA    

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir lo pertinente frente a la demanda 

presentada dentro del presente medio de control ejecutivo. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Pretende la entidad demandante se libre mandamiento de pago en su 

favor y en contra del señor JORGE ENRIQUE CARDONA, por las siguientes 

sumas de dinero: 

· El valor de las costas procesales aprobadas por el Despacho que 

ascienden a la suma de $400.443,00. 

· Los intereses moratorios sobre los valores determinados a la tasa 

máxima permitida hasta la fecha de pago. 

· Que se condene en costas en este proceso ejecutivo. 

 

Por tratarse de una condena en costas impuesta por este Despacho en el 

proceso ordinario radicado 170013333004201900193-00, promovido por 

JORGE ENRIQUE CARDONA en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO,  el Despacho prentendía conocer el presente asunto en 

virtud del factor de conexidad, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 156 del CPACA que fija la competencia por el factor territorial en 

relación con la ejecución de las condenas que impone la jurisdicción 

contencioso administrativa, en el sentido que “(…) será competente el juez 

que profirió la providencia respectiva”.  
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También en consideración al auto proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, M.P. Magda Victoria Acosta 

Walteros, radicado 11001010200002018802902-00, en un caso similar sobre 

ejecución de costas de una entidad estatal en contra de un particular, al 

dirimir un conflicto negativo de competencias para el conocimiento del 

proceso ejecutivo, entre el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales y el 

Juzgado Quinto Administrativo de Manizales, ordenando remitirlo al Juzgado 

Administrativo para su conocimiento, con el siguiente argumento:  

  

“En consecuencia se reitera que lo pretendido es la ejecución de una 

sentencia donde se condenó en costas al demandante, de 

conformidad con el factor de conexidad en materia de competencia, 

bajo la regla procesal según la cual, “el juez de la acción será el juez de 

la ejecución de la sentencia, factor de competencia previsto en el 

artículo 306 del Código General del Proceso” el cual dispone:1 (…) 

Artículo 306.  Ejecución.  Cuando la sentencia condene al pago de una 

suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido 

secuestradas en el mismo proceso o al cumplimiento de una obligación 

de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá 

solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 

conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada”.   

  

(…)  

  

De lo anterior, observa la Sala que las dos sentencias exhibidas por el 

accionante prestan mérito ejecutivo, ante el Juez Administrativo para en 

este caso en particular el actor aportó copia auténtica del fallo de 

primera y segunda instancia proferido en el proceso de acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho, documento que dentro de los 

parámetros establecidos en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

es un título ejecutivo, que se convierte en una obligación clara, expresa 

y exigible, ante la jurisdicción que la profirió”  

  

 

Sin embargo; la Corte Constitucional, a través del auto No. 857 del 27 de 

octubre de 2021, si bien, advierte que la Sala Disciplinaria del Consejo 

Superior de la Judicatura en varios autos al dirimir conflicto de 

competencias, le atribuyó la competencia a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa y no a la Ordinaria en este tipo de demandas -contra 

particulares por costas-, se aparta de tal postura  al manifestar lo siguiente: 

 

    “(…) 

19. El mencionado tribunal ha considerado que la competencia para tramitar 

los procesos ejecutivos que buscan la ejecución de las condenas 

impuestas por la jurisdicción administrativa a las entidades públicas 

recae en el juez que profirió la providencia: 

“ Con base en la norma transcrita para la Sala es claro que la 

competencia de los procesos ejecutivos que buscan el cumplimiento de 

las órdenes judiciales recae en el juez que profirió la providencia cuyo 
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cumplimiento se solicita, normas que deben ser consideradas como una 

regla de competencia especial, puesto que regula un asunto de 

carácter concreto, la ejecución de condenas impuestas por la 

jurisdicción contenciosa administrativa a las entidades públicas de sumas 

dinerarias” [21] (negrita por fuera del texto). 

20. Por su parte, la S.D. del Consejo Superior de la Judicatura, en providencia 

del 29 de enero de 2020 (radicado 110010102000201803017), dirimió un 

conflicto de jurisdicción entre el Juzgado Segundo Administrativo del 

Circuito de Manizales y el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma 

ciudad. En aquella oportunidad, la empresa Aguas de Manizales S.A. 

E.S.P. presentó demanda ejecutiva en contra de un particular con la 

finalidad de que se librara mandamiento de pago en su contra para que 

procediera a pagar las costas y los intereses moratorios. Lo anterior en 

virtud de una condena impuesta por la jurisdicción contencioso-

administrativa. 

21. En la mencionada decisión, la S.D. determinó que, de acuerdo con los 

artículos 297 y 104 del CPACA, a la jurisdicción de lo contencioso-

administrativo le corresponde el conocimiento de “ aquellos asuntos 

donde (i) se pretenda la ejecución de un título ejecutivo, y (ii) donde 

conste una condena impuesta por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo” [22]. 

22. En otra de sus decisiones, el Consejo Superior de la Judicatura expuso 

que existe una norma especial que “ le atribuye la competencia para 

conocer de “ los ejecutivos derivados de las condenas impuestas”  (art 

104 # 6 C.P.A.C.) por esa misma jurisdicción, en razón a esto, debe 

asignarse la competencia su citada (sic) por el conflicto, a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativo” . En dicha providencia, la S.D. precisó que, si 

bien es cierto los demandados dentro del proceso ejecutivo eran 

personas naturales y no una entidad pública, “ no es menos cierto que no 

se puede desconocer la norma especial que le atribuye competencia a 

la Jurisdicción Administrativa y no a la Ordinaria” [23]. 

 

Visto lo anterior, la Corte coincide con la interpretación referida del 

Consejo de Estado y se aparta de la postura fijada por la S.D. del Consejo 

Superior de la Judicatura.  Lo anterior porque una lectura armónica de los 

artículos 104.6 y 297 del CPACA deja claro que la jurisdicción de lo 

contencioso administrarivo conoce los proceso sejecutivos derivados de: 

i) condenas impuestas por la jurisdicción, ii) conciliaciones aprobadas 

por la jurisdicción, iii) laudos arbitrales en que hubiere sido parte una 

entidad pública y iv) contratos celebrados con entidades.  Así mismo, el 

artículo 297 del CPACA establece que se consideran títulos ejecutivos las 

sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 

contencioso administrtivo, mediante las cualaes se conden a uan entidad 

pública al pago de sumas dinerarias.  También se considera como título 

ejecutivo cualquier otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva.  

Así las cosas, escapa al conocimiento de dicha jurisdicción la ejecución 

de condena impuestas – como ocurre en este caso – a los particulares”. 

 

https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn21
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn22
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn23
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Por modo entonces, ante la reciente postura de la Corte Constitucional en 

el mencionado auto No. 857 del 27 de octubre de 2021, es que el Despacho 

replantea la posición que venía asumiendo en casos similares al presente 

donde venía asumiendo el conocimiento de los ejecutivos así instaurados y 

en su lugar se declarará la falta de competencia ordenando su remisión a 

los Juzgados Civiles Municipales de Manizales, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 168 del CPACA: 

 

 

“Artículo 168. Falta de jurisdicción o de competencia. En 

caso de falta de jurisdicción o de competencia, mediante 

decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente 

al competente, en caso de que existiere, a la mayor 

brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá 

en cuenta la presentación inicial hecha ante la 

corporación o juzgado que ordena la remisión. 

 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Cuarto Administrativo de Distrito Judicial 

de Manizales, Caldas,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARASE  la falta de jurisdicción y competencia para conocer 

de la demanda dentro del presente medio de control EJECUTIVO, 

promovido por LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO en contra 

de JORGE ENRIQUE CARDONA. 

 

SEGUNDO: REMITASE  el expediente a la OFICINA JUDICIAL para que  

proceda a su reparto entre los JUZGADOS CIVILES MUNICIPALES DE 

MANIZALES, como asunto de su competencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE  

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 1af989c4b395fceb71310926f0a1b503a0254b587fdcab9d8a5e89d62264d1a6

Documento generado en 19/09/2022 10:43:17 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

   

 

 

 

  

Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Auto No. 1341 

 

 

Medio de control:  EJECUTIVO  

Radicación No.  :  17001333300420190025700 

Demandantes    :  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –  

                                  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  

                                  MAGISTERIO  

Demandado      :  GUSTAVO MARÍN MURILLO    

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir lo pertinente frente a la demanda 

presentada dentro del presente medio de control ejecutivo. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Pretende la entidad demandante se libre mandamiento de pago en su 

favor y en contra del señor GUSTAVO MARÍN MURILLO, por las siguientes 

sumas de dinero: 

· El valor de las costas procesales aprobadas por el Despacho que 

ascienden a la suma de $1.163.353,00. 

· Los intereses moratorios sobre los valores determinados a la tasa 

máxima permitida hasta la fecha de pago. 

· Que se condene en costas en este proceso ejecutivo. 

 

Por tratarse de una condena en costas impuesta por este Despacho en el 

proceso ordinario radicado 170013333004201900257-00, promovido por 

GUSTAVO MARÍN MURILLO en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO,  el Despacho prentendía conocer el presente asunto en 

virtud del factor de conexidad, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 156 del CPACA que fija la competencia por el factor territorial en 

relación con la ejecución de las condenas que impone la jurisdicción 

contencioso administrativa, en el sentido que “(…) será competente el juez 

que profirió la providencia respectiva”.  

 



1700133330042019-000257-00 

 
 

 

 

 

2 
 

También en consideración al auto proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, M.P. Magda Victoria Acosta 

Walteros, radicado 11001010200002018802902-00, en un caso similar sobre 

ejecución de costas de una entidad estatal en contra de un particular, al 

dirimir un conflicto negativo de competencias para el conocimiento del 

proceso ejecutivo, entre el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales y el 

Juzgado Quinto Administrativo de Manizales, ordenando remitirlo al Juzgado 

Administrativo para su conocimiento, con el siguiente argumento:  

  

“En consecuencia se reitera que lo pretendido es la ejecución de una 

sentencia donde se condenó en costas al demandante, de 

conformidad con el factor de conexidad en materia de competencia, 

bajo la regla procesal según la cual, “el juez de la acción será el juez de 

la ejecución de la sentencia, factor de competencia previsto en el 

artículo 306 del Código General del Proceso” el cual dispone:1 (…) 

Artículo 306.  Ejecución.  Cuando la sentencia condene al pago de una 

suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido 

secuestradas en el mismo proceso o al cumplimiento de una obligación 

de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá 

solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 

conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada”.   

  

(…)  

  

De lo anterior, observa la Sala que las dos sentencias exhibidas por el 

accionante prestan mérito ejecutivo, ante el Juez Administrativo para en 

este caso en particular el actor aportó copia auténtica del fallo de 

primera y segunda instancia proferido en el proceso de acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho, documento que dentro de los 

parámetros establecidos en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

es un título ejecutivo, que se convierte en una obligación clara, expresa 

y exigible, ante la jurisdicción que la profirió”  

  

 

Sin embargo; la Corte Constitucional, a través del auto No. 857 del 27 de 

octubre de 2021, si bien, advierte que la Sala Disciplinaria del Consejo 

Superior de la Judicatura en varios autos al dirimir conflicto de 

competencias, le atribuyó la competencia a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa y no a la Ordinaria en este tipo de demandas -contra 

particulares por costas-, se aparta de tal postura  al manifestar lo siguiente: 

 

    “(…) 

19. El mencionado tribunal ha considerado que la competencia para tramitar 

los procesos ejecutivos que buscan la ejecución de las condenas 

impuestas por la jurisdicción administrativa a las entidades públicas 

recae en el juez que profirió la providencia: 

“ Con base en la norma transcrita para la Sala es claro que la 

competencia de los procesos ejecutivos que buscan el cumplimiento de 

las órdenes judiciales recae en el juez que profirió la providencia cuyo 
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cumplimiento se solicita, normas que deben ser consideradas como una 

regla de competencia especial, puesto que regula un asunto de 

carácter concreto, la ejecución de condenas impuestas por la 

jurisdicción contenciosa administrativa a las entidades públicas de sumas 

dinerarias” [21] (negrita por fuera del texto). 

20. Por su parte, la S.D. del Consejo Superior de la Judicatura, en providencia 

del 29 de enero de 2020 (radicado 110010102000201803017), dirimió un 

conflicto de jurisdicción entre el Juzgado Segundo Administrativo del 

Circuito de Manizales y el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma 

ciudad. En aquella oportunidad, la empresa Aguas de Manizales S.A. 

E.S.P. presentó demanda ejecutiva en contra de un particular con la 

finalidad de que se librara mandamiento de pago en su contra para que 

procediera a pagar las costas y los intereses moratorios. Lo anterior en 

virtud de una condena impuesta por la jurisdicción contencioso-

administrativa. 

21. En la mencionada decisión, la S.D. determinó que, de acuerdo con los 

artículos 297 y 104 del CPACA, a la jurisdicción de lo contencioso-

administrativo le corresponde el conocimiento de “ aquellos asuntos 

donde (i) se pretenda la ejecución de un título ejecutivo, y (ii) donde 

conste una condena impuesta por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo” [22]. 

22. En otra de sus decisiones, el Consejo Superior de la Judicatura expuso 

que existe una norma especial que “ le atribuye la competencia para 

conocer de “ los ejecutivos derivados de las condenas impuestas”  (art 

104 # 6 C.P.A.C.) por esa misma jurisdicción, en razón a esto, debe 

asignarse la competencia su citada (sic) por el conflicto, a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativo” . En dicha providencia, la S.D. precisó que, si 

bien es cierto los demandados dentro del proceso ejecutivo eran 

personas naturales y no una entidad pública, “ no es menos cierto que no 

se puede desconocer la norma especial que le atribuye competencia a 

la Jurisdicción Administrativa y no a la Ordinaria” [23]. 

 

Visto lo anterior, la Corte coincide con la interpretación referida del 

Consejo de Estado y se aparta de la postura fijada por la S.D. del Consejo 

Superior de la Judicatura.  Lo anterior porque una lectura armónica de los 

artículos 104.6 y 297 del CPACA deja claro que la jurisdicción de lo 

contencioso administrarivo conoce los proceso sejecutivos derivados de: 

i) condenas impuestas por la jurisdicción, ii) conciliaciones aprobadas 

por la jurisdicción, iii) laudos arbitrales en que hubiere sido parte una 

entidad pública y iv) contratos celebrados con entidades.  Así mismo, el 

artículo 297 del CPACA establece que se consideran títulos ejecutivos las 

sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 

contencioso administrtivo, mediante las cualaes se conden a uan entidad 

pública al pago de sumas dinerarias.  También se considera como título 

ejecutivo cualquier otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva.  

Así las cosas, escapa al conocimiento de dicha jurisdicción la ejecución 

de condena impuestas – como ocurre en este caso – a los particulares”. 

 

https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn21
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
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Por modo entonces, ante la reciente postura de la Corte Constitucional en 

el mencionado auto No. 857 del 27 de octubre de 2021, es que el Despacho 

replantea la posición que venía asumiendo en casos similares al presente 

donde venía asumiendo el conocimiento de los ejecutivos así instaurados y 

en su lugar se declarará la falta de competencia ordenando su remisión a 

los Juzgados Civiles Municipales de Manizales, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 168 del CPACA: 

 

 

“Artículo 168. Falta de jurisdicción o de competencia. En 

caso de falta de jurisdicción o de competencia, mediante 

decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente 

al competente, en caso de que existiere, a la mayor 

brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá 

en cuenta la presentación inicial hecha ante la 

corporación o juzgado que ordena la remisión. 

 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Cuarto Administrativo de Distrito Judicial 

de Manizales, Caldas,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARASE  la falta de jurisdicción y competencia para conocer 

de la demanda dentro del presente medio de control EJECUTIVO, 

promovido por LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO en contra 

de GUSTAVO MARÍN MURILLO. 

 

SEGUNDO: REMITASE  el expediente a la OFICINA JUDICIAL para que  

proceda a su reparto entre los JUZGADOS CIVILES MUNICIPALES DE 

MANIZALES, como asunto de su competencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE  

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: cb0794bdf68fe6e954e655f1cbe685144e63a855773ad2f516f1e081999046ed
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

   

 

 

 

  

Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Auto No. 1320 

 

 

Medio de control:  EJECUTIVO  

Radicación No.  :  17001333300420190037300 

Demandantes    :  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –  

                                  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  

                                  MAGISTERIO  

Demandado      :  ALIRIA VELEZ CORREA   

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir lo pertinente frente a la demanda 

presentada dentro del presente medio de control ejecutivo. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Pretende la entidad demandante se libre mandamiento de pago en su 

favor y en contra de la señora ALIRIA VELEZ CORREA, por las siguientes sumas 

de dinero: 

· El valor de las costas procesales aprobadas por el Despacho que 

ascienden a la suma de $563.784,00. 

· Los intereses moratorios sobre los valores determinados a la tasa 

máxima permitida hasta la fecha de pago. 

· Que se condene en costas en este proceso ejecutivo. 

 

Por tratarse de una condena en costas impuesta por este Despacho en el 

proceso ordinario radicado 170013333004201900373-00, promovido por 

ALIRIA VELEZ CORRIA en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO,  el Despacho prentendía conocer el presente asunto en virtud 

del factor de conexidad, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 156 

del CPACA que fija la competencia por el factor territorial en relación con 

la ejecución de las condenas que impone la jurisdicción contencioso 

administrativa, en el sentido que “(…) será competente el juez que profirió 

la providencia respectiva”.  
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También en consideración al auto proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, M.P. Magda Victoria Acosta 

Walteros, radicado 11001010200002018802902-00, en un caso similar sobre 

ejecución de costas de una entidad estatal en contra de un particular, al 

dirimir un conflicto negativo de competencias para el conocimiento del 

proceso ejecutivo, entre el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales y el 

Juzgado Quinto Administrativo de Manizales, ordenando remitirlo al Juzgado 

Administrativo para su conocimiento, con el siguiente argumento:  

  

“En consecuencia se reitera que lo pretendido es la ejecución de una 

sentencia donde se condenó en costas al demandante, de 

conformidad con el factor de conexidad en materia de competencia, 

bajo la regla procesal según la cual, “el juez de la acción será el juez de 

la ejecución de la sentencia, factor de competencia previsto en el 

artículo 306 del Código General del Proceso” el cual dispone:1 (…) 

Artículo 306.  Ejecución.  Cuando la sentencia condene al pago de una 

suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido 

secuestradas en el mismo proceso o al cumplimiento de una obligación 

de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá 

solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 

conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada”.   

  

(…)  

  

De lo anterior, observa la Sala que las dos sentencias exhibidas por el 

accionante prestan mérito ejecutivo, ante el Juez Administrativo para en 

este caso en particular el actor aportó copia auténtica del fallo de 

primera y segunda instancia proferido en el proceso de acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho, documento que dentro de los 

parámetros establecidos en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

es un título ejecutivo, que se convierte en una obligación clara, expresa 

y exigible, ante la jurisdicción que la profirió”  

  

 

Sin embargo; la Corte Constitucional, a través del auto No. 857 del 27 de 

octubre de 2021, si bien, advierte que la Sala Disciplinaria del Consejo 

Superior de la Judicatura en varios autos al dirimir conflicto de 

competencias, le atribuyó la competencia a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa y no a la Ordinaria en este tipo de demandas -contra 

particulares por costas-, se aparta de tal postura  al manifestar lo siguiente: 

 

    “(…) 

19. El mencionado tribunal ha considerado que la competencia para tramitar 

los procesos ejecutivos que buscan la ejecución de las condenas 

impuestas por la jurisdicción administrativa a las entidades públicas 

recae en el juez que profirió la providencia: 

“ Con base en la norma transcrita para la Sala es claro que la 

competencia de los procesos ejecutivos que buscan el cumplimiento de 

las órdenes judiciales recae en el juez que profirió la providencia cuyo 
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cumplimiento se solicita, normas que deben ser consideradas como una 

regla de competencia especial, puesto que regula un asunto de 

carácter concreto, la ejecución de condenas impuestas por la 

jurisdicción contenciosa administrativa a las entidades públicas de sumas 

dinerarias” [21] (negrita por fuera del texto). 

20. Por su parte, la S.D. del Consejo Superior de la Judicatura, en providencia 

del 29 de enero de 2020 (radicado 110010102000201803017), dirimió un 

conflicto de jurisdicción entre el Juzgado Segundo Administrativo del 

Circuito de Manizales y el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma 

ciudad. En aquella oportunidad, la empresa Aguas de Manizales S.A. 

E.S.P. presentó demanda ejecutiva en contra de un particular con la 

finalidad de que se librara mandamiento de pago en su contra para que 

procediera a pagar las costas y los intereses moratorios. Lo anterior en 

virtud de una condena impuesta por la jurisdicción contencioso-

administrativa. 

21. En la mencionada decisión, la S.D. determinó que, de acuerdo con los 

artículos 297 y 104 del CPACA, a la jurisdicción de lo contencioso-

administrativo le corresponde el conocimiento de “ aquellos asuntos 

donde (i) se pretenda la ejecución de un título ejecutivo, y (ii) donde 

conste una condena impuesta por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo” [22]. 

22. En otra de sus decisiones, el Consejo Superior de la Judicatura expuso 

que existe una norma especial que “ le atribuye la competencia para 

conocer de “ los ejecutivos derivados de las condenas impuestas”  (art 

104 # 6 C.P.A.C.) por esa misma jurisdicción, en razón a esto, debe 

asignarse la competencia su citada (sic) por el conflicto, a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativo” . En dicha providencia, la S.D. precisó que, si 

bien es cierto los demandados dentro del proceso ejecutivo eran 

personas naturales y no una entidad pública, “ no es menos cierto que no 

se puede desconocer la norma especial que le atribuye competencia a 

la Jurisdicción Administrativa y no a la Ordinaria” [23]. 

 

Visto lo anterior, la Corte coincide con la interpretación referida del 

Consejo de Estado y se aparta de la postura fijada por la S.D. del Consejo 

Superior de la Judicatura.  Lo anterior porque una lectura armónica de los 

artículos 104.6 y 297 del CPACA deja claro que la jurisdicción de lo 

contencioso administrarivo conoce los proceso sejecutivos derivados de: 

i) condenas impuestas por la jurisdicción, ii) conciliaciones aprobadas 

por la jurisdicción, iii) laudos arbitrales en que hubiere sido parte una 

entidad pública y iv) contratos celebrados con entidades.  Así mismo, el 

artículo 297 del CPACA establece que se consideran títulos ejecutivos las 

sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 

contencioso administrtivo, mediante las cualaes se conden a uan entidad 

pública al pago de sumas dinerarias.  También se considera como título 

ejecutivo cualquier otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva.  

Así las cosas, escapa al conocimiento de dicha jurisdicción la ejecución 

de condena impuestas – como ocurre en este caso – a los particulares”. 

 

https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn21
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn22
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn23


1700133330042019-000373-00 

 
 

 

 

 

4 
 

Por modo entonces, ante la reciente postura de la Corte Constitucional en 

el mencionado auto No. 857 del 27 de octubre de 2021, es que el Despacho 

replantea la posición que venía asumiendo en casos similares al presente 

donde venía asumiendo el conocimiento de los ejecutivos así instaurados y 

en su lugar se declarará la falta de competencia ordenando su remisión a 

los Juzgados Civiles Municipales de Manizales, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 168 del CPACA: 

 

 

“Artículo 168. Falta de jurisdicción o de competencia. En 

caso de falta de jurisdicción o de competencia, mediante 

decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente 

al competente, en caso de que existiere, a la mayor 

brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá 

en cuenta la presentación inicial hecha ante la 

corporación o juzgado que ordena la remisión. 

 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Cuarto Administrativo de Distrito Judicial 

de Manizales, Caldas,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARASE  la falta de jurisdicción y competencia para conocer 

de la demanda dentro del presente medio de control EJECUTIVO, 

promovido por LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO en contra 

de ALIRIA VELEZ CORREA. 

 

SEGUNDO: REMITASE  el expediente a la OFICINA JUDICIAL para que  

proceda a su reparto entre los JUZGADOS CIVILES MUNICIPALES DE 

MANIZALES, como asunto de su competencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE  

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 1c1e3de69c31e912f15f14c1d0e4a11777ffe627a28726d4acf4d61ee37b536c

Documento generado en 19/09/2022 02:58:02 PM
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
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Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Auto No. 1323 

 

 

Medio de control:  EJECUTIVO  

Radicación No.  :  17001333300420190039000 

Demandantes    :  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –  

                                  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  

                                  MAGISTERIO  

Demandado      :  LUZ MARY OCAMPO JIMENEZ   

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir lo pertinente frente a la demanda 

presentada dentro del presente medio de control ejecutivo. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Pretende la entidad demandante se libre mandamiento de pago en su 

favor y en contra de la señora LUZ MARY OCAMPO JIMENEZ, por las siguientes 

sumas de dinero: 

· El valor de las costas procesales aprobadas por el Despacho que 

ascienden a la suma de $167.236. 

· Los intereses moratorios sobre los valores determinados a la tasa 

máxima permitida hasta la fecha de pago. 

· Que se condene en costas en este proceso ejecutivo. 

 

Por tratarse de una condena en costas impuesta por este Despacho en el 

proceso ordinario radicado 170013333004201900390-00, promovido por LUZ 

MARY OCAMPO JIMENEZ en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO,  el Despacho prentendía conocer el presente asunto en 

virtud del factor de conexidad, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 156 del CPACA que fija la competencia por el factor territorial en 

relación con la ejecución de las condenas que impone la jurisdicción 

contencioso administrativa, en el sentido que “(…) será competente el juez 

que profirió la providencia respectiva”.  
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También en consideración al auto proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, M.P. Magda Victoria Acosta 

Walteros, radicado 11001010200002018802902-00, en un caso similar sobre 

ejecución de costas de una entidad estatal en contra de un particular, al 

dirimir un conflicto negativo de competencias para el conocimiento del 

proceso ejecutivo, entre el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales y el 

Juzgado Quinto Administrativo de Manizales, ordenando remitirlo al Juzgado 

Administrativo para su conocimiento, con el siguiente argumento:  

  

“En consecuencia se reitera que lo pretendido es la ejecución de una 

sentencia donde se condenó en costas al demandante, de 

conformidad con el factor de conexidad en materia de competencia, 

bajo la regla procesal según la cual, “el juez de la acción será el juez de 

la ejecución de la sentencia, factor de competencia previsto en el 

artículo 306 del Código General del Proceso” el cual dispone:1 (…) 

Artículo 306.  Ejecución.  Cuando la sentencia condene al pago de una 

suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido 

secuestradas en el mismo proceso o al cumplimiento de una obligación 

de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá 

solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 

conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada”.   

  

(…)  

  

De lo anterior, observa la Sala que las dos sentencias exhibidas por el 

accionante prestan mérito ejecutivo, ante el Juez Administrativo para en 

este caso en particular el actor aportó copia auténtica del fallo de 

primera y segunda instancia proferido en el proceso de acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho, documento que dentro de los 

parámetros establecidos en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

es un título ejecutivo, que se convierte en una obligación clara, expresa 

y exigible, ante la jurisdicción que la profirió”  

  

 

Sin embargo; la Corte Constitucional, a través del auto No. 857 del 27 de 

octubre de 2021, si bien, advierte que la Sala Disciplinaria del Consejo 

Superior de la Judicatura en varios autos al dirimir conflicto de 

competencias, le atribuyó la competencia a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa y no a la Ordinaria en este tipo de demandas -contra 

particulares por costas-, se aparta de tal postura  al manifestar lo siguiente: 

 

    “(…) 

19. El mencionado tribunal ha considerado que la competencia para tramitar 

los procesos ejecutivos que buscan la ejecución de las condenas 

impuestas por la jurisdicción administrativa a las entidades públicas 

recae en el juez que profirió la providencia: 

“ Con base en la norma transcrita para la Sala es claro que la 

competencia de los procesos ejecutivos que buscan el cumplimiento de 

las órdenes judiciales recae en el juez que profirió la providencia cuyo 
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cumplimiento se solicita, normas que deben ser consideradas como una 

regla de competencia especial, puesto que regula un asunto de 

carácter concreto, la ejecución de condenas impuestas por la 

jurisdicción contenciosa administrativa a las entidades públicas de sumas 

dinerarias” [21] (negrita por fuera del texto). 

20. Por su parte, la S.D. del Consejo Superior de la Judicatura, en providencia 

del 29 de enero de 2020 (radicado 110010102000201803017), dirimió un 

conflicto de jurisdicción entre el Juzgado Segundo Administrativo del 

Circuito de Manizales y el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma 

ciudad. En aquella oportunidad, la empresa Aguas de Manizales S.A. 

E.S.P. presentó demanda ejecutiva en contra de un particular con la 

finalidad de que se librara mandamiento de pago en su contra para que 

procediera a pagar las costas y los intereses moratorios. Lo anterior en 

virtud de una condena impuesta por la jurisdicción contencioso-

administrativa. 

21. En la mencionada decisión, la S.D. determinó que, de acuerdo con los 

artículos 297 y 104 del CPACA, a la jurisdicción de lo contencioso-

administrativo le corresponde el conocimiento de “ aquellos asuntos 

donde (i) se pretenda la ejecución de un título ejecutivo, y (ii) donde 

conste una condena impuesta por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo” [22]. 

22. En otra de sus decisiones, el Consejo Superior de la Judicatura expuso 

que existe una norma especial que “ le atribuye la competencia para 

conocer de “ los ejecutivos derivados de las condenas impuestas”  (art 

104 # 6 C.P.A.C.) por esa misma jurisdicción, en razón a esto, debe 

asignarse la competencia su citada (sic) por el conflicto, a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativo” . En dicha providencia, la S.D. precisó que, si 

bien es cierto los demandados dentro del proceso ejecutivo eran 

personas naturales y no una entidad pública, “ no es menos cierto que no 

se puede desconocer la norma especial que le atribuye competencia a 

la Jurisdicción Administrativa y no a la Ordinaria” [23]. 

 

Visto lo anterior, la Corte coincide con la interpretación referida del 

Consejo de Estado y se aparta de la postura fijada por la S.D. del Consejo 

Superior de la Judicatura.  Lo anterior porque una lectura armónica de los 

artículos 104.6 y 297 del CPACA deja claro que la jurisdicción de lo 

contencioso administrarivo conoce los proceso sejecutivos derivados de: 

i) condenas impuestas por la jurisdicción, ii) conciliaciones aprobadas 

por la jurisdicción, iii) laudos arbitrales en que hubiere sido parte una 

entidad pública y iv) contratos celebrados con entidades.  Así mismo, el 

artículo 297 del CPACA establece que se consideran títulos ejecutivos las 

sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 

contencioso administrtivo, mediante las cualaes se conden a uan entidad 

pública al pago de sumas dinerarias.  También se considera como título 

ejecutivo cualquier otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva.  

Así las cosas, escapa al conocimiento de dicha jurisdicción la ejecución 

de condena impuestas – como ocurre en este caso – a los particulares”. 

 

https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn21
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn22
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn23
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Por modo entonces, ante la reciente postura de la Corte Constitucional en 

el mencionado auto No. 857 del 27 de octubre de 2021, es que el Despacho 

replantea la posición que venía asumiendo en casos similares al presente 

donde venía asumiendo el conocimiento de los ejecutivos así instaurados y 

en su lugar se declarará la falta de competencia ordenando su remisión a 

los Juzgados Civiles Municipales de Manizales, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 168 del CPACA: 

 

 

“Artículo 168. Falta de jurisdicción o de competencia. En 

caso de falta de jurisdicción o de competencia, mediante 

decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente 

al competente, en caso de que existiere, a la mayor 

brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá 

en cuenta la presentación inicial hecha ante la 

corporación o juzgado que ordena la remisión. 

 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Cuarto Administrativo de Distrito Judicial 

de Manizales, Caldas,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARASE  la falta de jurisdicción y competencia para conocer 

de la demanda dentro del presente medio de control EJECUTIVO, 

promovido por LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO en contra 

de LUZ MARY OCAMPO JIMENEZ. 

 

SEGUNDO: REMITASE  el expediente a la OFICINA JUDICIAL para que  

proceda a su reparto entre los JUZGADOS CIVILES MUNICIPALES DE 

MANIZALES, como asunto de su competencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE  

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Auto No. 1325 

 

 

Medio de control:  EJECUTIVO  

Radicación No.  :  17001333300420190047600 

Demandantes    :  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –  

                                  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  

                                  MAGISTERIO  

Demandado      :  MONICA MARIA QUINTERO ZULUAGA   

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir lo pertinente frente a la demanda 

presentada dentro del presente medio de control ejecutivo. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Pretende la entidad demandante se libre mandamiento de pago en su 

favor y en contra de la señora MONICA MARIA QUINTERO ZULUAGA, por las 

siguientes sumas de dinero: 

· El valor de las costas procesales aprobadas por el Despacho que 

ascienden a la suma de $52.552. 

· Los intereses moratorios sobre los valores determinados a la tasa 

máxima permitida hasta la fecha de pago. 

· Que se condene en costas en este proceso ejecutivo. 

 

Por tratarse de una condena en costas impuesta por este Despacho en el 

proceso ordinario radicado 170013333004201900476-00, promovido por 

MONICA MARIA QUINTERO ZULUAGA en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO,  el Despacho prentendía conocer el presente 

asunto en virtud del factor de conexidad, de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 156 del CPACA que fija la competencia por el factor territorial 

en relación con la ejecución de las condenas que impone la jurisdicción 

contencioso administrativa, en el sentido que “(…) será competente el juez 

que profirió la providencia respectiva”.  
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También en consideración al auto proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, M.P. Magda Victoria Acosta 

Walteros, radicado 11001010200002018802902-00, en un caso similar sobre 

ejecución de costas de una entidad estatal en contra de un particular, al 

dirimir un conflicto negativo de competencias para el conocimiento del 

proceso ejecutivo, entre el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales y el 

Juzgado Quinto Administrativo de Manizales, ordenando remitirlo al Juzgado 

Administrativo para su conocimiento, con el siguiente argumento:  

  

“En consecuencia se reitera que lo pretendido es la ejecución de una 

sentencia donde se condenó en costas al demandante, de 

conformidad con el factor de conexidad en materia de competencia, 

bajo la regla procesal según la cual, “el juez de la acción será el juez de 

la ejecución de la sentencia, factor de competencia previsto en el 

artículo 306 del Código General del Proceso” el cual dispone:1 (…) 

Artículo 306.  Ejecución.  Cuando la sentencia condene al pago de una 

suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido 

secuestradas en el mismo proceso o al cumplimiento de una obligación 

de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá 

solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 

conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada”.   

  

(…)  

  

De lo anterior, observa la Sala que las dos sentencias exhibidas por el 

accionante prestan mérito ejecutivo, ante el Juez Administrativo para en 

este caso en particular el actor aportó copia auténtica del fallo de 

primera y segunda instancia proferido en el proceso de acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho, documento que dentro de los 

parámetros establecidos en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

es un título ejecutivo, que se convierte en una obligación clara, expresa 

y exigible, ante la jurisdicción que la profirió”  

  

 

Sin embargo; la Corte Constitucional, a través del auto No. 857 del 27 de 

octubre de 2021, si bien, advierte que la Sala Disciplinaria del Consejo 

Superior de la Judicatura en varios autos al dirimir conflicto de 

competencias, le atribuyó la competencia a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa y no a la Ordinaria en este tipo de demandas -contra 

particulares por costas-, se aparta de tal postura  al manifestar lo siguiente: 

 

    “(…) 

19. El mencionado tribunal ha considerado que la competencia para tramitar 

los procesos ejecutivos que buscan la ejecución de las condenas 

impuestas por la jurisdicción administrativa a las entidades públicas 

recae en el juez que profirió la providencia: 

“ Con base en la norma transcrita para la Sala es claro que la 

competencia de los procesos ejecutivos que buscan el cumplimiento de 

las órdenes judiciales recae en el juez que profirió la providencia cuyo 



1700133330042019-000476-00 

 
 

 

 

 

3 
 

cumplimiento se solicita, normas que deben ser consideradas como una 

regla de competencia especial, puesto que regula un asunto de 

carácter concreto, la ejecución de condenas impuestas por la 

jurisdicción contenciosa administrativa a las entidades públicas de sumas 

dinerarias” [21] (negrita por fuera del texto). 

20. Por su parte, la S.D. del Consejo Superior de la Judicatura, en providencia 

del 29 de enero de 2020 (radicado 110010102000201803017), dirimió un 

conflicto de jurisdicción entre el Juzgado Segundo Administrativo del 

Circuito de Manizales y el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma 

ciudad. En aquella oportunidad, la empresa Aguas de Manizales S.A. 

E.S.P. presentó demanda ejecutiva en contra de un particular con la 

finalidad de que se librara mandamiento de pago en su contra para que 

procediera a pagar las costas y los intereses moratorios. Lo anterior en 

virtud de una condena impuesta por la jurisdicción contencioso-

administrativa. 

21. En la mencionada decisión, la S.D. determinó que, de acuerdo con los 

artículos 297 y 104 del CPACA, a la jurisdicción de lo contencioso-

administrativo le corresponde el conocimiento de “ aquellos asuntos 

donde (i) se pretenda la ejecución de un título ejecutivo, y (ii) donde 

conste una condena impuesta por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo” [22]. 

22. En otra de sus decisiones, el Consejo Superior de la Judicatura expuso 

que existe una norma especial que “ le atribuye la competencia para 

conocer de “ los ejecutivos derivados de las condenas impuestas”  (art 

104 # 6 C.P.A.C.) por esa misma jurisdicción, en razón a esto, debe 

asignarse la competencia su citada (sic) por el conflicto, a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativo” . En dicha providencia, la S.D. precisó que, si 

bien es cierto los demandados dentro del proceso ejecutivo eran 

personas naturales y no una entidad pública, “ no es menos cierto que no 

se puede desconocer la norma especial que le atribuye competencia a 

la Jurisdicción Administrativa y no a la Ordinaria” [23]. 

 

Visto lo anterior, la Corte coincide con la interpretación referida del 

Consejo de Estado y se aparta de la postura fijada por la S.D. del Consejo 

Superior de la Judicatura.  Lo anterior porque una lectura armónica de los 

artículos 104.6 y 297 del CPACA deja claro que la jurisdicción de lo 

contencioso administrarivo conoce los proceso sejecutivos derivados de: 

i) condenas impuestas por la jurisdicción, ii) conciliaciones aprobadas 

por la jurisdicción, iii) laudos arbitrales en que hubiere sido parte una 

entidad pública y iv) contratos celebrados con entidades.  Así mismo, el 

artículo 297 del CPACA establece que se consideran títulos ejecutivos las 

sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 

contencioso administrtivo, mediante las cualaes se conden a uan entidad 

pública al pago de sumas dinerarias.  También se considera como título 

ejecutivo cualquier otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva.  

Así las cosas, escapa al conocimiento de dicha jurisdicción la ejecución 

de condena impuestas – como ocurre en este caso – a los particulares”. 

 

https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn21
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn22
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn23
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Por modo entonces, ante la reciente postura de la Corte Constitucional en 

el mencionado auto No. 857 del 27 de octubre de 2021, es que el Despacho 

replantea la posición que venía asumiendo en casos similares al presente 

donde venía asumiendo el conocimiento de los ejecutivos así instaurados y 

en su lugar se declarará la falta de competencia ordenando su remisión a 

los Juzgados Civiles Municipales de Manizales, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 168 del CPACA: 

 

 

“Artículo 168. Falta de jurisdicción o de competencia. En 

caso de falta de jurisdicción o de competencia, mediante 

decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente 

al competente, en caso de que existiere, a la mayor 

brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá 

en cuenta la presentación inicial hecha ante la 

corporación o juzgado que ordena la remisión. 

 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Cuarto Administrativo de Distrito Judicial 

de Manizales, Caldas,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARASE  la falta de jurisdicción y competencia para conocer 

de la demanda dentro del presente medio de control EJECUTIVO, 

promovido por LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO en contra 

de MONICA MARIA QUINTERO ZULUAGA. 

 

SEGUNDO: REMITASE  el expediente a la OFICINA JUDICIAL para que  

proceda a su reparto entre los JUZGADOS CIVILES MUNICIPALES DE 

MANIZALES, como asunto de su competencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE  

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 7da69fd3d53a605f8cc955d28b5f6b772f585bd8fc3235fc00a578297777c9d7

Documento generado en 19/09/2022 10:43:20 AM
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

   

 

 

 

  

Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Auto No. 1332 

 

 

Medio de control:  EJECUTIVO  

Radicación No.  :  17001333300420190051400 

Demandantes    :  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –  

                                  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  

                                  MAGISTERIO  

Demandado      :  FLOR ALBA IDARRAGA IDARRAGA   

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir lo pertinente frente a la demanda 

presentada dentro del presente medio de control ejecutivo. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Pretende la entidad demandante se libre mandamiento de pago en su 

favor y en contra de la señora FLOR ALBA IDARRAGA IDARRAGA, por las 

siguientes sumas de dinero: 

· El valor de las costas procesales aprobadas por el Despacho que 

ascienden a la suma de $329.722. 

· Los intereses moratorios sobre los valores determinados a la tasa 

máxima permitida hasta la fecha de pago. 

· Que se condene en costas en este proceso ejecutivo. 

 

Por tratarse de una condena en costas impuesta por este Despacho en el 

proceso ordinario radicado 170013333004201900514-00, promovido por FLOR 

ALBA IDARRAGA IDARRAGA en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO,  el Despacho prentendía conocer el presente asunto en 

virtud del factor de conexidad, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 156 del CPACA que fija la competencia por el factor territorial en 

relación con la ejecución de las condenas que impone la jurisdicción 

contencioso administrativa, en el sentido que “(…) será competente el juez 

que profirió la providencia respectiva”.  
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También en consideración al auto proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, M.P. Magda Victoria Acosta 

Walteros, radicado 11001010200002018802902-00, en un caso similar sobre 

ejecución de costas de una entidad estatal en contra de un particular, al 

dirimir un conflicto negativo de competencias para el conocimiento del 

proceso ejecutivo, entre el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales y el 

Juzgado Quinto Administrativo de Manizales, ordenando remitirlo al Juzgado 

Administrativo para su conocimiento, con el siguiente argumento:  

  

“En consecuencia se reitera que lo pretendido es la ejecución de una 

sentencia donde se condenó en costas al demandante, de 

conformidad con el factor de conexidad en materia de competencia, 

bajo la regla procesal según la cual, “el juez de la acción será el juez de 

la ejecución de la sentencia, factor de competencia previsto en el 

artículo 306 del Código General del Proceso” el cual dispone:1 (…) 

Artículo 306.  Ejecución.  Cuando la sentencia condene al pago de una 

suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido 

secuestradas en el mismo proceso o al cumplimiento de una obligación 

de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá 

solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 

conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada”.   

  

(…)  

  

De lo anterior, observa la Sala que las dos sentencias exhibidas por el 

accionante prestan mérito ejecutivo, ante el Juez Administrativo para en 

este caso en particular el actor aportó copia auténtica del fallo de 

primera y segunda instancia proferido en el proceso de acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho, documento que dentro de los 

parámetros establecidos en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

es un título ejecutivo, que se convierte en una obligación clara, expresa 

y exigible, ante la jurisdicción que la profirió”  

  

 

Sin embargo; la Corte Constitucional, a través del auto No. 857 del 27 de 

octubre de 2021, si bien, advierte que la Sala Disciplinaria del Consejo 

Superior de la Judicatura en varios autos al dirimir conflicto de 

competencias, le atribuyó la competencia a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa y no a la Ordinaria en este tipo de demandas -contra 

particulares por costas-, se aparta de tal postura  al manifestar lo siguiente: 

 

    “(…) 

19. El mencionado tribunal ha considerado que la competencia para tramitar 

los procesos ejecutivos que buscan la ejecución de las condenas 

impuestas por la jurisdicción administrativa a las entidades públicas 

recae en el juez que profirió la providencia: 

“ Con base en la norma transcrita para la Sala es claro que la 

competencia de los procesos ejecutivos que buscan el cumplimiento de 

las órdenes judiciales recae en el juez que profirió la providencia cuyo 
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cumplimiento se solicita, normas que deben ser consideradas como una 

regla de competencia especial, puesto que regula un asunto de 

carácter concreto, la ejecución de condenas impuestas por la 

jurisdicción contenciosa administrativa a las entidades públicas de sumas 

dinerarias” [21] (negrita por fuera del texto). 

20. Por su parte, la S.D. del Consejo Superior de la Judicatura, en providencia 

del 29 de enero de 2020 (radicado 110010102000201803017), dirimió un 

conflicto de jurisdicción entre el Juzgado Segundo Administrativo del 

Circuito de Manizales y el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma 

ciudad. En aquella oportunidad, la empresa Aguas de Manizales S.A. 

E.S.P. presentó demanda ejecutiva en contra de un particular con la 

finalidad de que se librara mandamiento de pago en su contra para que 

procediera a pagar las costas y los intereses moratorios. Lo anterior en 

virtud de una condena impuesta por la jurisdicción contencioso-

administrativa. 

21. En la mencionada decisión, la S.D. determinó que, de acuerdo con los 

artículos 297 y 104 del CPACA, a la jurisdicción de lo contencioso-

administrativo le corresponde el conocimiento de “ aquellos asuntos 

donde (i) se pretenda la ejecución de un título ejecutivo, y (ii) donde 

conste una condena impuesta por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo” [22]. 

22. En otra de sus decisiones, el Consejo Superior de la Judicatura expuso 

que existe una norma especial que “ le atribuye la competencia para 

conocer de “ los ejecutivos derivados de las condenas impuestas”  (art 

104 # 6 C.P.A.C.) por esa misma jurisdicción, en razón a esto, debe 

asignarse la competencia su citada (sic) por el conflicto, a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativo” . En dicha providencia, la S.D. precisó que, si 

bien es cierto los demandados dentro del proceso ejecutivo eran 

personas naturales y no una entidad pública, “ no es menos cierto que no 

se puede desconocer la norma especial que le atribuye competencia a 

la Jurisdicción Administrativa y no a la Ordinaria” [23]. 

 

Visto lo anterior, la Corte coincide con la interpretación referida del 

Consejo de Estado y se aparta de la postura fijada por la S.D. del Consejo 

Superior de la Judicatura.  Lo anterior porque una lectura armónica de los 

artículos 104.6 y 297 del CPACA deja claro que la jurisdicción de lo 

contencioso administrarivo conoce los proceso sejecutivos derivados de: 

i) condenas impuestas por la jurisdicción, ii) conciliaciones aprobadas 

por la jurisdicción, iii) laudos arbitrales en que hubiere sido parte una 

entidad pública y iv) contratos celebrados con entidades.  Así mismo, el 

artículo 297 del CPACA establece que se consideran títulos ejecutivos las 

sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 

contencioso administrtivo, mediante las cualaes se conden a uan entidad 

pública al pago de sumas dinerarias.  También se considera como título 

ejecutivo cualquier otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva.  

Así las cosas, escapa al conocimiento de dicha jurisdicción la ejecución 

de condena impuestas – como ocurre en este caso – a los particulares”. 

 

https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn21
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn22
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn23
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Por modo entonces, ante la reciente postura de la Corte Constitucional en 

el mencionado auto No. 857 del 27 de octubre de 2021, es que el Despacho 

replantea la posición que venía asumiendo en casos similares al presente 

donde venía asumiendo el conocimiento de los ejecutivos así instaurados y 

en su lugar se declarará la falta de competencia ordenando su remisión a 

los Juzgados Civiles Municipales de Manizales, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 168 del CPACA: 

 

 

“Artículo 168. Falta de jurisdicción o de competencia. En 

caso de falta de jurisdicción o de competencia, mediante 

decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente 

al competente, en caso de que existiere, a la mayor 

brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá 

en cuenta la presentación inicial hecha ante la 

corporación o juzgado que ordena la remisión. 

 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Cuarto Administrativo de Distrito Judicial 

de Manizales, Caldas,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARASE  la falta de jurisdicción y competencia para conocer 

de la demanda dentro del presente medio de control EJECUTIVO, 

promovido por LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO en contra 

de FLOR ALBA IDARRAGA IDARRAGA. 

 

SEGUNDO: REMITASE  el expediente a la OFICINA JUDICIAL para que  

proceda a su reparto entre los JUZGADOS CIVILES MUNICIPALES DE 

MANIZALES, como asunto de su competencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE  

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 0c5c6d09010f2add36493457bcd9336f5de6ee904c78cc11e19371c21652aa3c

Documento generado en 19/09/2022 10:43:20 AM
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

   

 

 

 

  

Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Auto No. 1339 

 

 

Medio de control:  EJECUTIVO  

Radicación No.  :  17001333300420190052200 

Demandantes    :  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –  

                                  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  

                                  MAGISTERIO  

Demandado      :  MARIA SOCORRO RAMIREZ BUITRAGO    

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir lo pertinente frente a la demanda 

presentada dentro del presente medio de control ejecutivo. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Pretende la entidad demandante se libre mandamiento de pago en su 

favor y en contra de la señora MARIA SOCORRO RAMIREZ BUITRAGO, por las 

siguientes sumas de dinero: 

· El valor de las costas procesales aprobadas por el Despacho que 

ascienden a la suma de $495.228,00. 

· Los intereses moratorios sobre los valores determinados a la tasa 

máxima permitida hasta la fecha de pago. 

· Que se condene en costas en este proceso ejecutivo. 

 

Por tratarse de una condena en costas impuesta por este Despacho en el 

proceso ordinario radicado 170013333004201900522-00, promovido por 

MARIA SOCORRO RAMIREZ BUITRAGO en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO,  el Despacho prentendía conocer el presente 

asunto en virtud del factor de conexidad, de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 156 del CPACA que fija la competencia por el factor territorial 

en relación con la ejecución de las condenas que impone la jurisdicción 

contencioso administrativa, en el sentido que “(…) será competente el juez 

que profirió la providencia respectiva”.  
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También en consideración al auto proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, M.P. Magda Victoria Acosta 

Walteros, radicado 11001010200002018802902-00, en un caso similar sobre 

ejecución de costas de una entidad estatal en contra de un particular, al 

dirimir un conflicto negativo de competencias para el conocimiento del 

proceso ejecutivo, entre el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales y el 

Juzgado Quinto Administrativo de Manizales, ordenando remitirlo al Juzgado 

Administrativo para su conocimiento, con el siguiente argumento:  

  

“En consecuencia se reitera que lo pretendido es la ejecución de una 

sentencia donde se condenó en costas al demandante, de 

conformidad con el factor de conexidad en materia de competencia, 

bajo la regla procesal según la cual, “el juez de la acción será el juez de 

la ejecución de la sentencia, factor de competencia previsto en el 

artículo 306 del Código General del Proceso” el cual dispone:1 (…) 

Artículo 306.  Ejecución.  Cuando la sentencia condene al pago de una 

suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido 

secuestradas en el mismo proceso o al cumplimiento de una obligación 

de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá 

solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 

conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada”.   

  

(…)  

  

De lo anterior, observa la Sala que las dos sentencias exhibidas por el 

accionante prestan mérito ejecutivo, ante el Juez Administrativo para en 

este caso en particular el actor aportó copia auténtica del fallo de 

primera y segunda instancia proferido en el proceso de acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho, documento que dentro de los 

parámetros establecidos en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

es un título ejecutivo, que se convierte en una obligación clara, expresa 

y exigible, ante la jurisdicción que la profirió”  

  

 

Sin embargo; la Corte Constitucional, a través del auto No. 857 del 27 de 

octubre de 2021, si bien, advierte que la Sala Disciplinaria del Consejo 

Superior de la Judicatura en varios autos al dirimir conflicto de 

competencias, le atribuyó la competencia a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa y no a la Ordinaria en este tipo de demandas -contra 

particulares por costas-, se aparta de tal postura  al manifestar lo siguiente: 

 

    “(…) 

19. El mencionado tribunal ha considerado que la competencia para tramitar 

los procesos ejecutivos que buscan la ejecución de las condenas 

impuestas por la jurisdicción administrativa a las entidades públicas 

recae en el juez que profirió la providencia: 

“ Con base en la norma transcrita para la Sala es claro que la 

competencia de los procesos ejecutivos que buscan el cumplimiento de 

las órdenes judiciales recae en el juez que profirió la providencia cuyo 
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cumplimiento se solicita, normas que deben ser consideradas como una 

regla de competencia especial, puesto que regula un asunto de 

carácter concreto, la ejecución de condenas impuestas por la 

jurisdicción contenciosa administrativa a las entidades públicas de sumas 

dinerarias” [21] (negrita por fuera del texto). 

20. Por su parte, la S.D. del Consejo Superior de la Judicatura, en providencia 

del 29 de enero de 2020 (radicado 110010102000201803017), dirimió un 

conflicto de jurisdicción entre el Juzgado Segundo Administrativo del 

Circuito de Manizales y el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma 

ciudad. En aquella oportunidad, la empresa Aguas de Manizales S.A. 

E.S.P. presentó demanda ejecutiva en contra de un particular con la 

finalidad de que se librara mandamiento de pago en su contra para que 

procediera a pagar las costas y los intereses moratorios. Lo anterior en 

virtud de una condena impuesta por la jurisdicción contencioso-

administrativa. 

21. En la mencionada decisión, la S.D. determinó que, de acuerdo con los 

artículos 297 y 104 del CPACA, a la jurisdicción de lo contencioso-

administrativo le corresponde el conocimiento de “ aquellos asuntos 

donde (i) se pretenda la ejecución de un título ejecutivo, y (ii) donde 

conste una condena impuesta por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo” [22]. 

22. En otra de sus decisiones, el Consejo Superior de la Judicatura expuso 

que existe una norma especial que “ le atribuye la competencia para 

conocer de “ los ejecutivos derivados de las condenas impuestas”  (art 

104 # 6 C.P.A.C.) por esa misma jurisdicción, en razón a esto, debe 

asignarse la competencia su citada (sic) por el conflicto, a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativo” . En dicha providencia, la S.D. precisó que, si 

bien es cierto los demandados dentro del proceso ejecutivo eran 

personas naturales y no una entidad pública, “ no es menos cierto que no 

se puede desconocer la norma especial que le atribuye competencia a 

la Jurisdicción Administrativa y no a la Ordinaria” [23]. 

 

Visto lo anterior, la Corte coincide con la interpretación referida del 

Consejo de Estado y se aparta de la postura fijada por la S.D. del Consejo 

Superior de la Judicatura.  Lo anterior porque una lectura armónica de los 

artículos 104.6 y 297 del CPACA deja claro que la jurisdicción de lo 

contencioso administrarivo conoce los proceso sejecutivos derivados de: 

i) condenas impuestas por la jurisdicción, ii) conciliaciones aprobadas 

por la jurisdicción, iii) laudos arbitrales en que hubiere sido parte una 

entidad pública y iv) contratos celebrados con entidades.  Así mismo, el 

artículo 297 del CPACA establece que se consideran títulos ejecutivos las 

sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 

contencioso administrtivo, mediante las cualaes se conden a uan entidad 

pública al pago de sumas dinerarias.  También se considera como título 

ejecutivo cualquier otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva.  

Así las cosas, escapa al conocimiento de dicha jurisdicción la ejecución 

de condena impuestas – como ocurre en este caso – a los particulares”. 

 

https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn21
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn22
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn23
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Por modo entonces, ante la reciente postura de la Corte Constitucional en 

el mencionado auto No. 857 del 27 de octubre de 2021, es que el Despacho 

replantea la posición que venía asumiendo en casos similares al presente 

donde venía asumiendo el conocimiento de los ejecutivos así instaurados y 

en su lugar se declarará la falta de competencia ordenando su remisión a 

los Juzgados Civiles Municipales de Manizales, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 168 del CPACA: 

 

 

“Artículo 168. Falta de jurisdicción o de competencia. En 

caso de falta de jurisdicción o de competencia, mediante 

decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente 

al competente, en caso de que existiere, a la mayor 

brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá 

en cuenta la presentación inicial hecha ante la 

corporación o juzgado que ordena la remisión. 

 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Cuarto Administrativo de Distrito Judicial 

de Manizales, Caldas,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARASE  la falta de jurisdicción y competencia para conocer 

de la demanda dentro del presente medio de control EJECUTIVO, 

promovido por LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO en contra 

de MARIA SOCORRO RAMIREZ BUITRAGO. 

 

SEGUNDO: REMITASE  el expediente a la OFICINA JUDICIAL para que  

proceda a su reparto entre los JUZGADOS CIVILES MUNICIPALES DE 

MANIZALES, como asunto de su competencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE  

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 9f35fc941a927a8e626b71dec108ed7a9d711361bf9f55237929d2c9a673e511

Documento generado en 19/09/2022 10:43:21 AM
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES  

   

 

 

 

Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Auto No. 1338 

 

 

Medio de control:  EJECUTIVO  

Radicación No.  :  17001333300420190055000 

Demandantes    :  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –  

                                  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  

                                  MAGISTERIO  

Demandado      :  MIRIAM GEMA ARANGO ALVAREZ 

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir lo pertinente frente a la demanda 

presentada dentro del presente medio de control ejecutivo. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Pretende la entidad demandante se libre mandamiento de pago en su 

favor y en contra de la señora MIRIAM GEMA ARANGO ALVAREZ, por las 

siguientes sumas de dinero: 

· El valor de las costas procesales aprobadas por el Despacho que 

ascienden a la suma de $395.243,00. 

· Los intereses moratorios sobre los valores determinados a la tasa 

máxima permitida hasta la fecha de pago. 

· Que se condene en costas en este proceso ejecutivo. 

 

Por tratarse de una condena en costas impuesta por este Despacho en el 

proceso ordinario radicado 170013333004201900550-00, promovido por 

MIRIAM GEMA ARANGO ALVAREZ en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO,  el Despacho prentendía conocer el presente asunto en 

virtud del factor de conexidad, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 156 del CPACA que fija la competencia por el factor territorial en 

relación con la ejecución de las condenas que impone la jurisdicción 

contencioso administrativa, en el sentido que “(…) será competente el juez 

que profirió la providencia respectiva”.  

 

También en consideración al auto proferido por el Consejo Superior de la 
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Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, M.P. Magda Victoria Acosta 

Walteros, radicado 11001010200002018802902-00, en un caso similar sobre 

ejecución de costas de una entidad estatal en contra de un particular, al 

dirimir un conflicto negativo de competencias para el conocimiento del 

proceso ejecutivo, entre el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales y el 

Juzgado Quinto Administrativo de Manizales, ordenando remitirlo al Juzgado 

Administrativo para su conocimiento, con el siguiente argumento:  

  

“En consecuencia se reitera que lo pretendido es la ejecución de una 

sentencia donde se condenó en costas al demandante, de 

conformidad con el factor de conexidad en materia de competencia, 

bajo la regla procesal según la cual, “el juez de la acción será el juez de 

la ejecución de la sentencia, factor de competencia previsto en el 

artículo 306 del Código General del Proceso” el cual dispone:1 (…) 

Artículo 306.  Ejecución.  Cuando la sentencia condene al pago de una 

suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido 

secuestradas en el mismo proceso o al cumplimiento de una obligación 

de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá 

solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 

conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada”.   

  

(…)  

  

De lo anterior, observa la Sala que las dos sentencias exhibidas por el 

accionante prestan mérito ejecutivo, ante el Juez Administrativo para en 

este caso en particular el actor aportó copia auténtica del fallo de 

primera y segunda instancia proferido en el proceso de acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho, documento que dentro de los 

parámetros establecidos en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

es un título ejecutivo, que se convierte en una obligación clara, expresa 

y exigible, ante la jurisdicción que la profirió”  

  

 

Sin embargo; la Corte Constitucional, a través del auto No. 857 del 27 de 

octubre de 2021, si bien, advierte que la Sala Disciplinaria del Consejo 

Superior de la Judicatura en varios autos al dirimir conflicto de 

competencias, le atribuyó la competencia a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa y no a la Ordinaria en este tipo de demandas -contra 

particulares por costas-, se aparta de tal postura  al manifestar lo siguiente: 

 

    “(…) 

19. El mencionado tribunal ha considerado que la competencia para tramitar 

los procesos ejecutivos que buscan la ejecución de las condenas 

impuestas por la jurisdicción administrativa a las entidades públicas 

recae en el juez que profirió la providencia: 

“ Con base en la norma transcrita para la Sala es claro que la 

competencia de los procesos ejecutivos que buscan el cumplimiento de 

las órdenes judiciales recae en el juez que profirió la providencia cuyo 

cumplimiento se solicita, normas que deben ser consideradas como una 



1700133330042019-000550-00 

 
 

 

 

 

3 
 

regla de competencia especial, puesto que regula un asunto de 

carácter concreto, la ejecución de condenas impuestas por la 

jurisdicción contenciosa administrativa a las entidades públicas de sumas 

dinerarias” [21] (negrita por fuera del texto). 

20. Por su parte, la S.D. del Consejo Superior de la Judicatura, en providencia 

del 29 de enero de 2020 (radicado 110010102000201803017), dirimió un 

conflicto de jurisdicción entre el Juzgado Segundo Administrativo del 

Circuito de Manizales y el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma 

ciudad. En aquella oportunidad, la empresa Aguas de Manizales S.A. 

E.S.P. presentó demanda ejecutiva en contra de un particular con la 

finalidad de que se librara mandamiento de pago en su contra para que 

procediera a pagar las costas y los intereses moratorios. Lo anterior en 

virtud de una condena impuesta por la jurisdicción contencioso-

administrativa. 

21. En la mencionada decisión, la S.D. determinó que, de acuerdo con los 

artículos 297 y 104 del CPACA, a la jurisdicción de lo contencioso-

administrativo le corresponde el conocimiento de “ aquellos asuntos 

donde (i) se pretenda la ejecución de un título ejecutivo, y (ii) donde 

conste una condena impuesta por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo” [22]. 

22. En otra de sus decisiones, el Consejo Superior de la Judicatura expuso 

que existe una norma especial que “ le atribuye la competencia para 

conocer de “ los ejecutivos derivados de las condenas impuestas”  (art 

104 # 6 C.P.A.C.) por esa misma jurisdicción, en razón a esto, debe 

asignarse la competencia su citada (sic) por el conflicto, a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativo” . En dicha providencia, la S.D. precisó que, si 

bien es cierto los demandados dentro del proceso ejecutivo eran 

personas naturales y no una entidad pública, “ no es menos cierto que no 

se puede desconocer la norma especial que le atribuye competencia a 

la Jurisdicción Administrativa y no a la Ordinaria” [23]. 

 

Visto lo anterior, la Corte coincide con la interpretación referida del 

Consejo de Estado y se aparta de la postura fijada por la S.D. del Consejo 

Superior de la Judicatura.  Lo anterior porque una lectura armónica de los 

artículos 104.6 y 297 del CPACA deja claro que la jurisdicción de lo 

contencioso administrarivo conoce los proceso sejecutivos derivados de: 

i) condenas impuestas por la jurisdicción, ii) conciliaciones aprobadas 

por la jurisdicción, iii) laudos arbitrales en que hubiere sido parte una 

entidad pública y iv) contratos celebrados con entidades.  Así mismo, el 

artículo 297 del CPACA establece que se consideran títulos ejecutivos las 

sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 

contencioso administrtivo, mediante las cualaes se conden a uan entidad 

pública al pago de sumas dinerarias.  También se considera como título 

ejecutivo cualquier otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva.  

Así las cosas, escapa al conocimiento de dicha jurisdicción la ejecución 

de condena impuestas – como ocurre en este caso – a los particulares”. 

 

https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn21
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn22
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn23
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Por modo entonces, ante la reciente postura de la Corte Constitucional en 

el mencionado auto No. 857 del 27 de octubre de 2021, es que el Despacho 

replantea la posición que venía asumiendo en casos similares al presente 

donde venía asumiendo el conocimiento de los ejecutivos así instaurados y 

en su lugar se declarará la falta de competencia ordenando su remisión a 

los Juzgados Civiles Municipales de Manizales, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 168 del CPACA: 

 

 

“Artículo 168. Falta de jurisdicción o de competencia. En 

caso de falta de jurisdicción o de competencia, mediante 

decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente 

al competente, en caso de que existiere, a la mayor 

brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá 

en cuenta la presentación inicial hecha ante la 

corporación o juzgado que ordena la remisión. 

 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Cuarto Administrativo de Distrito Judicial 

de Manizales, Caldas,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARASE  la falta de jurisdicción y competencia para conocer 

de la demanda dentro del presente medio de control EJECUTIVO, 

promovido por LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO en contra 

de MIRIAM GEMA ARANGO ALVAREZ. 

 

SEGUNDO: REMITASE  el expediente a la OFICINA JUDICIAL para que  

proceda a su reparto entre los JUZGADOS CIVILES MUNICIPALES DE 

MANIZALES, como asunto de su competencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE  

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 14cdeb02843ce972bb79c4cdc07695dfbd7bb86832609d6666a81bc1a578ca6f

Documento generado en 19/09/2022 03:05:31 PM
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Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Auto No. 1321 

 

 

Medio de control:  EJECUTIVO  

Radicación No.  :  17001333300420200001300 

Demandantes    :  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –  

                                  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  

                                  MAGISTERIO  

Demandado      :  HERNAN DE JESÚS MUÑOZ BEDOYA  

 

1. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir lo pertinente frente a la demanda 

presentada dentro del presente medio de control ejecutivo. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Pretende la entidad demandante se libre mandamiento de pago en su 

favor y en contra del señor HERNAN DE JESUS MUÑOZ BEDOYA, por las 

siguientes sumas de dinero: 

· El valor de las costas procesales aprobadas por el Despacho que 

ascienden a la suma de $479.859. 

· Los intereses moratorios sobre los valores determinados a la tasa 

máxima permitida hasta la fecha de pago. 

· Que se condene en costas en este proceso ejecutivo. 

 

Por tratarse de una condena en costas impuesta por este Despacho en el 

proceso ordinario radicado 170013333004202000013-00, promovido por 

HERNAN DE JESUS MUÑOZ BEDOYA en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO,  el Despacho prentendía conocer el presente asunto en 

virtud del factor de conexidad, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 156 del CPACA que fija la competencia por el factor territorial en 

relación con la ejecución de las condenas que impone la jurisdicción 

contencioso administrativa, en el sentido que “(…) será competente el juez 

que profirió la providencia respectiva”.  
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También en consideración al auto proferido por el Consejo Superior de la 

Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, M.P. Magda Victoria Acosta 

Walteros, radicado 11001010200002018802902-00, en un caso similar sobre 

ejecución de costas de una entidad estatal en contra de un particular, al 

dirimir un conflicto negativo de competencias para el conocimiento del 

proceso ejecutivo, entre el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales y el 

Juzgado Quinto Administrativo de Manizales, ordenando remitirlo al Juzgado 

Administrativo para su conocimiento, con el siguiente argumento:  

  

“En consecuencia se reitera que lo pretendido es la ejecución de una 

sentencia donde se condenó en costas al demandante, de 

conformidad con el factor de conexidad en materia de competencia, 

bajo la regla procesal según la cual, “el juez de la acción será el juez de 

la ejecución de la sentencia, factor de competencia previsto en el 

artículo 306 del Código General del Proceso” el cual dispone:1 (…) 

Artículo 306.  Ejecución.  Cuando la sentencia condene al pago de una 

suma de dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido 

secuestradas en el mismo proceso o al cumplimiento de una obligación 

de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular demanda, deberá 

solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 

conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fue dictada”.   

  

(…)  

  

De lo anterior, observa la Sala que las dos sentencias exhibidas por el 

accionante prestan mérito ejecutivo, ante el Juez Administrativo para en 

este caso en particular el actor aportó copia auténtica del fallo de 

primera y segunda instancia proferido en el proceso de acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho, documento que dentro de los 

parámetros establecidos en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

es un título ejecutivo, que se convierte en una obligación clara, expresa 

y exigible, ante la jurisdicción que la profirió”  

  

 

Sin embargo; la Corte Constitucional, a través del auto No. 857 del 27 de 

octubre de 2021, si bien, advierte que la Sala Disciplinaria del Consejo 

Superior de la Judicatura en varios autos al dirimir conflicto de 

competencias, le atribuyó la competencia a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa y no a la Ordinaria en este tipo de demandas -contra 

particulares por costas-, se aparta de tal postura  al manifestar lo siguiente: 

 

    “(…) 

19. El mencionado tribunal ha considerado que la competencia para tramitar 

los procesos ejecutivos que buscan la ejecución de las condenas 

impuestas por la jurisdicción administrativa a las entidades públicas 

recae en el juez que profirió la providencia: 

“ Con base en la norma transcrita para la Sala es claro que la 

competencia de los procesos ejecutivos que buscan el cumplimiento de 

las órdenes judiciales recae en el juez que profirió la providencia cuyo 
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cumplimiento se solicita, normas que deben ser consideradas como una 

regla de competencia especial, puesto que regula un asunto de 

carácter concreto, la ejecución de condenas impuestas por la 

jurisdicción contenciosa administrativa a las entidades públicas de sumas 

dinerarias” [21] (negrita por fuera del texto). 

20. Por su parte, la S.D. del Consejo Superior de la Judicatura, en providencia 

del 29 de enero de 2020 (radicado 110010102000201803017), dirimió un 

conflicto de jurisdicción entre el Juzgado Segundo Administrativo del 

Circuito de Manizales y el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma 

ciudad. En aquella oportunidad, la empresa Aguas de Manizales S.A. 

E.S.P. presentó demanda ejecutiva en contra de un particular con la 

finalidad de que se librara mandamiento de pago en su contra para que 

procediera a pagar las costas y los intereses moratorios. Lo anterior en 

virtud de una condena impuesta por la jurisdicción contencioso-

administrativa. 

21. En la mencionada decisión, la S.D. determinó que, de acuerdo con los 

artículos 297 y 104 del CPACA, a la jurisdicción de lo contencioso-

administrativo le corresponde el conocimiento de “ aquellos asuntos 

donde (i) se pretenda la ejecución de un título ejecutivo, y (ii) donde 

conste una condena impuesta por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo” [22]. 

22. En otra de sus decisiones, el Consejo Superior de la Judicatura expuso 

que existe una norma especial que “ le atribuye la competencia para 

conocer de “ los ejecutivos derivados de las condenas impuestas”  (art 

104 # 6 C.P.A.C.) por esa misma jurisdicción, en razón a esto, debe 

asignarse la competencia su citada (sic) por el conflicto, a la Jurisdicción 

Contencioso Administrativo” . En dicha providencia, la S.D. precisó que, si 

bien es cierto los demandados dentro del proceso ejecutivo eran 

personas naturales y no una entidad pública, “ no es menos cierto que no 

se puede desconocer la norma especial que le atribuye competencia a 

la Jurisdicción Administrativa y no a la Ordinaria” [23]. 

 

Visto lo anterior, la Corte coincide con la interpretación referida del 

Consejo de Estado y se aparta de la postura fijada por la S.D. del Consejo 

Superior de la Judicatura.  Lo anterior porque una lectura armónica de los 

artículos 104.6 y 297 del CPACA deja claro que la jurisdicción de lo 

contencioso administrarivo conoce los proceso sejecutivos derivados de: 

i) condenas impuestas por la jurisdicción, ii) conciliaciones aprobadas 

por la jurisdicción, iii) laudos arbitrales en que hubiere sido parte una 

entidad pública y iv) contratos celebrados con entidades.  Así mismo, el 

artículo 297 del CPACA establece que se consideran títulos ejecutivos las 

sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 

contencioso administrtivo, mediante las cualaes se conden a uan entidad 

pública al pago de sumas dinerarias.  También se considera como título 

ejecutivo cualquier otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva.  

Así las cosas, escapa al conocimiento de dicha jurisdicción la ejecución 

de condena impuestas – como ocurre en este caso – a los particulares”. 

 

https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn21
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn22
https://vlex.com.co/vid/897073740#_ftn23
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Por modo entonces, ante la reciente postura de la Corte Constitucional en 

el mencionado auto No. 857 del 27 de octubre de 2021, es que el Despacho 

replantea la posición que venía asumiendo en casos similares al presente 

donde venía asumiendo el conocimiento de los ejecutivos así instaurados y 

en su lugar se declarará la falta de competencia ordenando su remisión a 

los Juzgados Civiles Municipales de Manizales, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 168 del CPACA: 

 

 

“Artículo 168. Falta de jurisdicción o de competencia. En 

caso de falta de jurisdicción o de competencia, mediante 

decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente 

al competente, en caso de que existiere, a la mayor 

brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá 

en cuenta la presentación inicial hecha ante la 

corporación o juzgado que ordena la remisión. 

 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Cuarto Administrativo de Distrito Judicial 

de Manizales, Caldas,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARASE  la falta de jurisdicción y competencia para conocer 

de la demanda dentro del presente medio de control EJECUTIVO, 

promovido por LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO en contra 

de HERNAN DE JESUS MUÑOZ BEDOYA. 

 

SEGUNDO: REMITASE  el expediente a la OFICINA JUDICIAL para que  

proceda a su reparto entre los JUZGADOS CIVILES MUNICIPALES DE 

MANIZALES, como asunto de su competencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE  

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 027ae051608312a154bbc2b50d017b8c64095af3c8809c9641ae03cf2627d99f

Documento generado en 19/09/2022 03:05:31 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

 

Manizales, diecinueve (19) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO No. 1349 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICADO:                17001-33-33-004-2021-00178-00 

DEMANDANTE:           FERNANDO MARÍN TORO 

DEMANDADO:          NACIÓN - MINISTERIO DEL TRABAJO y FIDUAGRARIA S.A. 

ASUNTO 

Procede el Juzgado a remitir por falta de jurisdicción el proceso de la 

referencia. 

CONSIDERACIONES 

Encontrándose en el proceso de la referencia vencido el término para 

alegatos de conclusión, se percata el Despacho que el asunto es del 

conocimiento de la Jurisdicción Ordinaria Laboral y no de la Contenciosa 

Administrativa, conforme a reciente pronunciamiento de la H. Corte 

Constitucional. 

Se observa que las pretensiones están encaminadas a declarar la nulidad 

de las resoluciones Nos. 3556 del 18 de septiembre del 2019, 0718 del 11 de 

marzo de 2020, 1150 del 09 de junio de dos mil 2020 y 1881 del 25 de 

septiembre del 2020 proferidas por el Ministerio de Trabajo mediante las 

cuales le negó al demandante el reconocimiento de la Prestación 

Humanitaria Periódica para las Víctimas del Conflicto Armado, de 

conformidad con el artículo 46 de la Ley 418 de 1997, modificado por el 

artículo 18 de la Ley 782 de 2002, y el Decreto 600 de 2017. 

Al respecto, la Sala Plena de la H. Corte Constitucional en Auto del 23 de 

junio de 20221, resolviendo un conflicto de jurisdicción, señaló: 

 
“Competencia de la jurisdicción ordinaria laboral y de la seguridad social 

para conocer de los procesos donde se pretenda el reconocimiento y pago 

de la prestación humanitaria para las víctimas del conflicto armado. 

Reiteración Auto 104 de 2022 

 

12. La pensión especial de invalidez para las víctimas de la violencia en el 

marco del conflicto armado interno en Colombia, hoy prestación 

humanitaria periódica para las víctimas del conflicto armado, surgió como un 

                                                        
1 Auto 861 de 2022. Expediente CJU-412. Conflicto de jurisdicción suscitado por el Tribunal Superior de Medellín y 

el Juzgado 35 Administrativo del Circuito de Medellín. MP Jorge Enrique Ibáñez Najar 
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instrumento de protección jurídico, social y económico de las necesidades 

de las personas que han sufrido daños en su persona, conllevando una 

pérdida de la capacidad laboral, que no cuenten con ingresos para 

solventar sus necesidades mínimas y que no estén dentro de la cobertura del 

Sistema de Seguridad Social. 

 

13. En términos de la Corte Constitucional, se trata de un derecho que “fue 

creado como una manifestación de los deberes constitucionales del Estado, 

no solo con el propósito de garantizar la efectividad de los derechos de la 

población víctima del conflicto armado (CP art. 2), sino también con miras a 

mitigar los impactos que dicho escenario ha creado en la satisfacción de sus 

necesidades básicas, con ocasión de la afectación producida en su 

capacidad laboral. La relevancia de este auxilio radica entonces en que 

permite brindar una herramienta para procurar el aseguramiento de un 

entorno mínimo de subsistencia para una población que se encuentra en 

situación de especial vulnerabilidad, (…).” 

 

14. Al resolver un conflicto semejante al que ahora se examina, en el Auto 104 

de 2022, esta Sala concluyó que la jurisdicción ordinaria, en su especialidad 

laboral y de la seguridad social, es competente para conocer las demandas 

en las que se pretenda el reconocimiento y pago de la prestación 

humanitaria para las víctimas del conflicto armado establecida en el artículo 

46 de la Ley 418 de 1997. 

 

La Sala reconoció que esta prestación no tiene su fuente en el Régimen 

General de Pensiones. Sin embargo, encontró que ella está relacionada con 

la seguridad social, en tanto: i) tiene en cuenta el concepto de invalidez 

previsto en la Ley 100 de 1993; ii) su monto mínimo se rige también por la Ley 

100 de 1993; iii) era cubierta por el Fondo de Solidaridad Pensional, “cuenta 

especial de la Nación sin personería jurídica, adscrita al Ministerio de Trabajo 

y Seguridad Social” creada por el artículo 25 de la Ley 100 de 1993 y, por 

último, iv) inicialmente, su reconocimiento fue asignado a Colpensiones y con 

posterioridad al Ministerio del Trabajo. En igual sentido, resaltó que la Sala 

Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha interpretado que la prestación 

sub examine está vinculada con el Sistema General de Seguridad Social. 

 

(…) 

 

Regla de decisión: Conforme a lo previsto por el numeral 4 del artículo 2 del 

CPTSS, en aquellos eventos en los que se pretenda el reconocimiento y pago 

de la prestación humanitaria para las víctimas del conflicto armado 

establecida en el artículo 46 de la Ley 418 de 1997, será la jurisdicción 

ordinaria, en su especialidad laboral y de la seguridad social, la llamada a 

conocer este tipo de controversias, toda vez que se trata de una prestación 

relacionada con el Sistema General de Seguridad Social.” (Subrayado fuera 

de texto) 

 

Visto lo anterior, es claro que las controversias suscitados en torno al 

reconocimiento y pago de la prestación humanitaria periódica para las 

víctimas del conflicto armado, son de competencia de la jurisdicción 

ordinaria laboral. 

 

Siendo ello así y conforme lo dispone el art. 168 de la Ley 1437 de 2011 

(CPACA), no queda sino remitir el proceso a la Jurisdicción Ordinaria Laboral; 
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el no hacerlo, conllevaría a la configuración de la causal de nulidad del 

numeral 1 del art. 133 del C. G. del P. 

 

Por lo expuesto el Juzgado Cuarto administrativo del Circuito, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR LA FALTA DE JURISDICCIÓN, para conocer de la 

demanda que en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO presentó el señor FERNANDO MARÍN 

TORO en contra de la NACIÓN - MINISTERIO DEL TRABAJO y FIDUAGRARIA 

S.A. 

 

SEGUNDO: POR SECRETARÍA REMITIR EL EXPEDIENTE a la Oficina Judicial 

Reparto para que sea repartido entre los Juzgados Laborales del Circuito 

de esta ciudad. 

 

NOTIFÍQUESE 

Firmado Por:

Maria Isabel Grisales Gomez

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Manizales - Caldas
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